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RESUMEN   
El resumen y análisis del expediente que toca revisar corresponde al delito contra la 
libertad sexual – violación sexual de menor de edad tipificado en el art.173, inc. 3 del 
código penal vigente de ese entonces (D.L 896). 
Denuncia que formulo la agraviada Nellida Giannina Cotrina Cuicapuza en contra de 
su padre Javier Ismael Cotrina Julon por hechos ocurridos en el año 1999 cuando tenía 
12 años de edad y que manifiesta se han venido dando de forma reiterada hasta el mes 
de agosto del año 2005.  
 En el 2005 ya con mayoría de edad formulo denuncia policial en la comisaría 
de Condevilla manifestando que su padre al quedarse solo bajo el cuidado de sus hijos 
entre ellos la menor agraviada y aprovechando la ausencia de su madre hasta altas 
horas de la madrugada  le efectuaba tocamientos en la parte de la cintura y piernas 
hasta despojarla de sus prendas y efectuar el acto sexual por vía vaginal y anal, 
amenazándola que tomaría represalias en contra de su madre y hermanos en caso 
denunciara estos hechos.    
La agraviada manifestó versiones diversas y contradictorias, motivo por el que la 
Primera Sala Penal Transitoria a través de un recurso de nulidad presentado por la 
defensa del sentenciado declararon haber nulidad en la sentencia emitida por la 
Primera Sala Especializada en lo Penal, absolviendo de los cargos contenidos en la 
acusación fiscal, dispusieron la anulación de sus antecedentes policiales y judiciales; 
ordenando su inmediata libertad.  




I. SÍNTESIS DE LA DENUNCIA POLICIAL 
 Fluye en autos que con fecha 16 de agosto del año 2005 se presentó en la 
Comisaría  PNP de Condevilla,  la agraviada Nellida Giannina Cotrina Cuicapuza (18) 
para formular denuncia por el delito contra la libertad sexual – violación sexual en su 
agravio en contra de Javier  Ismael Cotrina Julon (46), indicando que su agresor, su 
propio padre desde el año 1999 hasta el mes de agosto del año 2005 aprovechando la 
ausencia de la madre hasta altas horas de la madrugada  le efectuaba tocamientos en la 
parte de la cintura y piernas hasta despojarla de sus prendas y efectuar el acceso carnal 
vía vaginal y anal. Señala la agraviada que estos hechos han ocurrido en el interior del 
inmueble ubicado en la Mz. A, Lt. 21 del Jr. Antenor Orrego en la urbanización 
Condevilla, distrito de San Martin de Porres.  
 
El agresor intimidó a la agraviada y la amenazó con dañar a sus hermanos y a 
su madre si denunciaba estos hechos, a pesar de que la agraviada se colocó a manera 
de defensa varios shorts y pantalones. Ni la madre, ni ningún otro familiar se dieron 
cuenta de los abusos a los que venía siendo sometida. La agraviada manifiesta que 
producto del acceso carnal quedó embarazada hasta en dos oportunidades, y fue 
obligada a someterse a abortos no deseados en el centro de Lima, sin precisar el lugar.  
La agraviada afirma que, a pesar de haber denunciado en un momento a su 
padre, tuvo que retractarse de la denuncia en su manifestación, por influencia de la 
madre que al parecer apoyaba al padre agresor, bajo el temor de abandono económico 
y amenaza del mismo; aduciendo que su hija habría tenido relaciones consentidas con 




Se reconoce también que Javier Ismael Cotrina Julon (46) ha sido notificado 
en reiteradas ocasiones sin presentarse en la comisaría de Condevilla. Manifestando, 
desconocer los motivos de la misma, hecho que haría presumir su autoría.  
 
Se estima que el denunciado estaría inmerso en la presunta comisión del delito 
contra la libertad sexual en agravio de su menor hija por la sindicación de la 
denunciante y la existencia del hecho que se produjo desde el año 1999. 
 
Para el inicio del proceso de adjunta el certificado médico legal el cual 
concluye que la agraviada presenta: posición ginecológica himen que conserva la 
integridad anatómica de sus bordes con orificio amplio y dilatable, posición 
genuectoral ano ligeramente hipotónico, borramiento de pliegues de hora V a VII y 
excoriaciones en rodilla izquierda. Concluyendo el certificado médico legal que la 
agraviada presenta himen complaciente, signos de coito contranatura antiguo y 
lesiones recientes ocasionadas por fricción, demostrándose que existe evidencia de 
relaciones sexuales contra natura con antigüedad, pero no se puede demostrar lo 





II. SÍNTESIS DE LA INVESTIACION POLICIAL 
 
2.1.  Manifestación de Nellida Giannina Cotrina Cuicapuza 
 El día 18 de agosto del año 2005 ante el instructor de la Oficina de la Comisaría 
de Condevilla Señor, la agraviada Nellida Giannina Cotrina Cuicapuza natural de 
Lima, soltera, domiciliada en Mz. A. Lt. 21 del Jr. Antenor Orrego en el distrito de 
San Martin de Porres, manifiesta lo siguiente: 
 Vivir en la dirección indicada junto a su madre, abuela y hermanos.  
 Que no reconoce ni ratifica la denuncia interpuesta con fecha 16 de agosto del 
año 2005 por el delito contra la libertad sexual - violación sexual en su agravio 
en contra de su padre. 
 Que inventó todo por cólera, debido a los actos de violencia familiar a los que 
eran sometidos su madre y hermanos por parte de su padre.  
 Que las relaciones contra – natura y lesiones encontradas fueron hechos por un 
enamorado que tuvo y al que no desea mencionar ni involucrar.  
 No haber sido consciente de presentar la denuncia contra su progenitor, que lo 
hizo en un momento de cólera.  
 Que manifiesta todo lo anterior en uso y función de todas sus facultades.  
 
2.2.  Ampliación de la Manifestación de Nellida Giannica Cotrina Cuicapuza 
 Con fecha 29 de setiembre del año 2005 ante el instructor de la Oficina de la 
Comisaría de Condevilla Señor y en presencia del representante del Ministerio 
Público, la agraviada Nellida Giannina Cotrina Cuicapuza natural de Lima, soltera, 
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domiciliada en Mz A. Lt. 21 Jr. Antenor Orrego en el distrito de San Martin de Porres, 
manifiesta lo siguiente:  
 Vivir en compañía de su madrina Flor Polo Peñaranda y su hija.  
 Que recurre para afirmar que si fue víctima de violación sexual y que en su 
manifestación de fecha 18 de agosto del año 2005 cambio de versión ya que se 
encontraba bajo presión de su madre y padre.  
 Manifiesta que desde el año 1999 cuando tenía 12 años es víctima de violación 
sexual y que se viene dando de forma reiterada hasta el mes de agosto del año 
2005 por parte de su padre. 
 Que el imputado ha sido denunciado por su ex esposa por maltrato físico.  
 Que, solicita garantías personales para ella y familia.  















III. MINISTERIO PUBLICO FORMALIZA DENUNCIA PENAL 
 
.3.1.  Denuncia N° 1387 – 2005 – 1FPMC-CN-MP-FN 
 
 Según lo dispuesto en el Art. 159 de la Constitución Política del Perú, dentro 
de las facultades que se le otorga al Ministerio Público. Formaliza denuncia penal en 
contra de Javier Ismael Cotrina Julon, como presunto autor del delito contra la Libertad 
Sexual – Violación Sexual, en agravio de la menor Nélida Giannina Cotrina 
Cuicapuza, fundamentando de manera:  
 Fáctica: Se le atribuye responsabilidad penal al denunciado Cotrina Julon por 
abusar sexualmente de su menor hija desde el año 1999 cuando tenía 12 años 
de edad hasta el año 2005, el cual actuando en calidad de padre y protector de 
sus hijos entre ellos encontrándose la menor agraviada aprovechaba la ausencia 
de la madre quien no llegaba hasta altas horas de la madrugada para efectuar 
el acto sexual por vía vaginal y anal. La agraviada ratifica la denuncia ante las 
autoridades en su ampliación de manifestación.  
 Jurídica: El ilícito penal se encuentra tipificado en el Art. 173 Inc. 3° del 
Código Penal (D.L. 896) 
 Ofrecimiento de Pruebas: De acuerdo al art. 14 del D.L 052, solicita el 
representante del Ministerio Publico que se lleve a cabo la actuación de las 
siguientes diligencias: 
o Declaración testimonial de María del Pilar Cuicapuza Jacinto 
o Ratificación del perito que emitió el certificado médico legal 
o Declaración testimonial de Flor Polo Peñaranda 
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o Partida de nacimiento de la menor agraviada 
o Declaración instructiva del denunciado  
o Declaración preventiva de la agraviada.  
 
IV. AUTO DE APERTURA DE INSTYRUCCION 
 
4.1.  Juzgado Especializado en lo Penal de Condevilla 
 Con resolución número UNO, el juzgado emite auto de apertura de instrucción. 
Resolviendo abrir instrucción en la vía ordinaria en contra de Javier Ismael 
Cotrina Julon. 
 Los hechos descritos se encuentran sancionados en el Inc. 3 del Art. 173 del 
Código Penal (D.L. 896). 
 Se le dicta Mandato de detención al precisarse, vinculación del agente con el 
ilícito denunciado, la pena probable superior es de cuatro años de pena 
privativa y que existen suficientes elementos de juicio e indiciarias que podrían 
indicar que el denunciado pueda eludir y/o perturbar la acción de la justicia.  
 
4.2.  Detención y Manifestación de Javier Ismael Cotrina Julon 
 El día 13 de diciembre del año 2005 es intervenido y queda en calidad de 
detenido Javier Ismael Cotrina Julon natural de Lima, conviviente, domiciliado en Mz 
A. Lt. 21 Jr. Antenor Orrego en el distrito de San Martin de Porres, el cual manifiesta 
lo siguiente:  
 No registrar ningún tipo de antecedente penal, policial o judicial.  




4.3.  Notificación de Mandato de Detención  
 A los 14 días del mes de diciembre del año 2005 se notifica a Javier Ismael 
Cotrina Julon que se encuentra detenido por mandato escrito y motivado por el proceso 
que se le sigue en su contra.  
 
4.4.  Declaración Instructiva de Javier Ismael Cotrina Julon 
Manifiesta: Que no se considera responsable, que son falsas las imputaciones 
que formula la agraviada en su contra.    
 
4.5.  Declaración Preventiva de Nellida Giannina Cotrina Cuicapuza 
            Mantuvo su versión dada en su manifestación de fecha 18 de agosto del año 
2005 en la que indica que “NO” fue víctima de violación sexual por su padre. 
Que mantuvo relaciones sexuales consentidas con dos personas que habían sido 
sus enamorados. 
Que formulo denuncia en contra de su padre para de este modo frenar los 
constantes actos de violencia familiar a los que eran sometidos su madre, hermanos y 
que la versión que manifestó en su denuncia como en su ampliación de manifestación 





V. Informe Final  
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Terminada la instrucción contra Javier Ismael Cotrina Julon por el delito contra 
la libertad sexual – violación sexual en agravio de la menor Nellida Giannina Cotrina 
Cuicapuza. El Ministerio Publico emite dictamen haciendo mención de las diligencias 
que se han realizado a nivel preliminar y a nivel judicial. Por su parte el juzgado emite 
su informe final con las diligencias realizadas durante la investigación preliminar a 
nivel policial y judicial para luego poner a disposición de las partes para que en un 
plazo de 03 días las partes presenten alegatos e informes y el juzgado eleve los 
actuados al superior jerárquico.  
La situación jurídica en la que se encuentra el procesado es con mandato de 
detención como reo en cárcel.  
Las diligencias realizadas durante la investigación preliminar que se han 
detallado en el informe final, son las siguientes: 
 A nivel policial 
o Atestado policial 
o Manifestación de Nellida Giannina Cotrina Cuicapuza 
o Certificados médicos practicados a la agraviada 
o Dictamen pericial psicológico forense 
o Denuncia Fiscal  
 A nivel judicial  
o Declaración Instructiva del procesado Cotrina Julon 
o Antecedentes penales del procesado  
o Ampliación de declaración instructiva de Procesado Fuster Cerino 
o Partida de nacimiento de la agraviada 
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o Declaración preventiva de la agraviada de Nellida Giannina Cotrina 
Cuicapuza 
o Declaración testimonial de María del Pilar Cuicapuza Jacinto. 
o Diligencia de ratificación de los 02 perito psicólogo forense. 
o Dictamen Fiscal 






VI. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS  
HECHOS AFIRMADOS POR LAS PARTES 
6.1.  Concordancias  
 La agraviada y el procesado concuerdan que se ejercía violencia 
física y psicológica dentro del hogar familiar.  
 La agraviada y el procesado afirman que, durante el año 1999 hasta 
el mes de agosto del año 2005, el padre se encargó del cuidado de 
sus menores hijos por la ausencia de la madre, debido a que la madre 
se dedicaba a la venta de comida ambulatoria hasta altas horas de la 
madrugada. 
 La agraviada y el procesado concordaron (en alguna versión) que 
las lesiones que presentaba y que podemos corroborarlas mediante 
el certificado médico legal practicado a la agraviada han sido 
causadas mediante relaciones sexuales mantenidas y consentidas 
con enamorados de la misma.  
 
6.2. Contradicciones  
 La agraviada mediante sus declaraciones expuestas adolece de 
persistencia, observándose una constante y homogénea actitud de 
rectificación las cuales se han producido como punto de inicio desde su 
denuncia seguido de su manifestación, ampliación de manifestación, 
declaración preventiva y en juicio oral. 
 El denunciado no acepta los cargos. Se declara inocente y solicita la 
absolución de los cargos contenidos en la acusación fiscal. 
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VII. JUICIO ORAL  
 
Fue programada para el día 08 de enero del año 2007 el cual se suspende por 
la ausencia del abogado defensor del procesado, consultado por el colegiado si desea 
contar con la defensa de otro abogado, responde de manera negativa. Al ser suspendida 
la audiencia, se programa como fecha para su continuidad el día 15 de enero del año 
2007 
 
Con fecha 15 de enero del año 2007 inicia la audiencia de juicio oral y termina 
el 26 de enero del 2007. Audiencia donde las partes del proceso practican la actuación 
de sus medios probatorios, se culmina la evaluación psicológica psiquiátrica practicada 
al procesado como la diligencia de ratificación al médico legista Leyla Motta Lazo. 
 
Terminada la audiencia de juicio oral, la primera sala penal de reos en cárcel 
emite sentencia condenando a Javier Ismael Cotrina Julon como autor del delito contra 
la libertad sexual – violación sexual, en agravio de la menor de iniciales NGCC, 
imponiéndole 18 años de pena privativa de libertad efectiva y fijando un monto de 
veinte mil nuevos soles por concepto de reparación civil. 
Acto seguido, el superior jerárquico procede a dar lectura de sentencia, 
consultando a las partes si están conforme con la sentencia emitida por el superior 
jerárquico. Siendo el abogado del sentenciado no estar conforme con la sentencia 
emitida por la Sala Superior, interponiendo recurso de nulidad el cual es concedido 




VIII. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 8.1. Sentencia de Sala Penal de la Corte Superior  
Tras emitir sentencia condenado a Javier Ismael Cotrina Julon como autor del 
delito contra la libertad sexual – violación sexual, en agravio de la menor de iniciales 
NGCC e imponiéndole 18 años de pena privativa de libertad efectiva y fijando un 
monto de veinte mil nuevos soles por concepto de reparación civil, el abogado del 
sentenciado interpone recurso de nulidad contra la sentencia condenatoria emitida por 
el Superior Jerárquico. Fundamentando su recurso de nulidad, en lo siguiente: 
 La sentencia emitida por el superior jerárquico adolece de causas de nulidad 
tanto formales como sustanciales ya que los magistrados no han evaluado 
y valorado la pena que se le condena. 
 El sentenciado interpone recurso de nulidad debido a que la agraviada 
adolece de persistencia. 
 Solicita la absolución de los cargos contenidos en la acusación fiscal. 
 La sala superior concede el recurso de nulidad y eleva los actuados a la Sala 








 8.2. Sentencia de Sala Penal de la Corte Suprema  
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 Elevado los actuados a la Sala Suprema, remite el expediente para vista fiscal 
suprema el cual opina no haber nulidad en la sentencia impugnada y devuelto 
el expediente a la Sala Suprema. La Primera Sala Penal Transitoria a través de 
sus considerandos menciona que para otorgar valor probatorio en la sindicación 
de la agraviada y que ha sido establecido mediante Acuerdo Plenario 02-2005 
debe de contar con las siguientes características: Incredibilidad subjetiva, 
verosimilitud y persistencia razonable en la incriminación. Dada la versión 
exculpatoria de la agraviada a lo largo del proceso, el superior jerárquico 
concluye que existe duda razonable en aplicación del principio de Indubio Pro 
Reo. En merito a ello, el Superior Jerárquico declararon haber nulidad en la 
sentencia recurrida, absolvieron de los cargos contenidos en la acusación fiscal 
y en aplicación de lo preceptuado por Decreto Ley 20579 dispusieron la 







IX. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 
CASO 
 9.1. Normas Legales 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
Artículo 2.-  Derechos Fundamentales de la Persona. Inc. 24 literal “f” 
Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del Juez o 
por las autoridades policiales en caso de flagrante delito 
 
 Artículo 139°.- Principios de la Función Jurisdiccional. Inc. 3). La 
observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona puede ser 
desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento 
distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 
excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 
denominación. 
 
Inc. 5). La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las 
instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley 
aplicable y de los fundamentos de hechos en que se sustentan. 
 
Inc. 6). Pluralidad de la instancia. 
 
Inc. 14). El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado 
del proceso. Toda persona será informada inmediatamente de la causa o las razones de 
su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su 
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elección y a ser asesorado por éste desde que es citado o detenido por cualquier 
autoridad.” 
 
Inciso 15) El principio de que toda persona debe ser informada, 
inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su detención 
 
Artículo 159°.- Corresponde al Ministerio Público: 
1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la 
legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho. 
2. Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta 
administración de justicia. 
3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad. 
4. Conducir desde su inicio la investigación del delito. Con tal propósito, la 
Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio 
Público en el ámbito de su función. (…) 
 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES  
Artículo 62º.  Valor Probatorio  
“La investigación policial previa que se hubiera llevado a cabo con 
intervención del Ministerio Público, constituye elemento probatorio que deberá ser 
apreciado en su oportunidad, por los jueces y Tribunales, conforme a lo dispuesto en 





Artículo 72º. Objeto de la instrucción 
La instrucción tiene por objeto reunir la prueba de la realización del delito, de 
las circunstancias en que se ha perpetrado y de sus móviles; establecer la distinta 
participación que hayan tenido los autores y cómplices, en la ejecución o después de 
su realización, sea para borrar las huellas que sirven para su descubrimiento, para dar 
auxilio a los responsables o para aprovecharse en alguna forma de su resultado. 
 
Las diligencias actuadas en la etapa policial con la intervención del Ministerio 
Público y las practicadas por el propio Fiscal Provincial, con asistencia del defensor, 
que no fueran cuestionadas, mantendrán su valor probatorio para los efectos del 
juzgamiento”. (...) 
 
Artículo 77º.Calificación de la denuncia. Requisitos para el inicio de la 
instrucción 
“Recibida la denuncia y sus recaudos, el Juez Especializado en lo Penal sólo 
abrirá instrucción si considera que de tales instrumentos aparecen indicios suficientes 
o elementos de juicio reveladores de la existencia de un delito, que se ha 
individualizado a su presunto autor o partícipe, que la acción penal no ha prescrito o 
no concurra otra causa de extinción de la acción penal. El auto será motivado y 
contendrá en forma precisa los hechos denunciados, los elementos de prueba en que 
se funda la imputación, la calificación de modo específico del delito o los delitos que 
se atribuyen al denunciado, la motivación de las medidas cautelares de carácter 
personal o real, la orden al procesado de concurrir a prestar su instructiva y las 




Artículo 85.- Plazo para la declaración instructiva. 
La declaración instructiva deberá ser tomada o cuando menos comenzada por 
el Juez Instructor, antes de que se cumplan veinticuatro horas de la detención. 
 
Artículo 87.- Queja por detención arbitraria 
El inculpado contra quien se ha dictado orden de detención deberá ser 
notificado dentro de las veinticuatro horas de expedida dicha orden. En caso contrario 
podrá quejarse ante el Tribunal por detención arbitraria. Si considera la queja fundada, 
el Tribunal podrá ordenar la libertad del inculpado o confiar la instrucción a otro Juez. 
 
Artículo 94.- Embargo e Incautación 
Al momento de abrir instrucción o en cualquier estado del proceso el juez, de 
oficio o a pedido del ministerio público o de la parte civil, podrá ordenar se trabe 
embargo preventivo en los bienes del inculpado que sean bastantes para cubrir la 
reparación civil. 
En caso de ordenar la detención definitiva del inculpado, el juez dictará 
obligatoria e inmediatamente dicha medida. (…) 
 
Artículo modificado por el D. Leg. N°983 de 22/07/2007 
Al momento de abrir instrucción o en cualquier estado del proceso, de oficio o 
a solicitud del Ministerio Público o de la parte civil, el juez: 
a) Podrá ordenar se trabe embargo preventivo sobre los bienes del inculpado 
que sean suficientes para cubrir el pago de la reparación civil. En caso de 
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ordenar la detención del inculpado, el Juez dictará obligatoria e 
inmediatamente dicha medida. (…) 
 
Artículo 121°.- Derecho de defensa 
Antes de tomar la declaración instructiva, el juez instructor hará presente al 
inculpado que tiene derecho a que lo asista un defensor y que si no lo designa será 
nombrado de oficio. Si el inculpado conviene en esto último, el juez instructor hará la 
designación de abogado o, a falta de este, de persona honorable. Pero si el inculpado 
no acepta tener defensor se dejará constancia en autos de su negativa, cuya diligencia 
deberá suscribir. Si no sabe leer y escribir, o es menor de edad, el juez le nombrará 
defensor indefectiblemente 
 
Artículo 196º.- Conclusión de la instrucción. 
La instrucción se dará por concluida cuando haya vencido el término 
respectivo, o cuando se hayan acumulado los elementos suficientes para llenar el 
objeto de ella conforme al artículo 72º o cuando se dé la circunstancia a que se refiere 
el artículo 136º. 
 
Artículo 198º.- Contenido del dictamen fiscal. 
El fiscal, al recibir la instrucción si considera que se han omitido     diligencias 
sustanciales para completar la investigación, indicará las que sean necesarias y 
solicitará al juez que se le amplíe la instrucción. Si se han cumplido con las diligencias 
sustanciales de la instrucción o vencida la ampliación de la misma, el Fiscal emitirá su 
dictamen en el que enumerará las diligencias solicitadas y las que se hubieran 
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practicado, las diligencias que no se hayan actuado, los incidentes promovidos y los 
resueltos, así como expresará su opinión sobre el cumplimiento de los plazos 
procesales.  
 
Artículo 202º.- Plazo de instrucción. 
El plazo de la instrucción será de cuatro meses salvo distinta disposición de la 
ley excepcionalmente, a pedido del Ministerio Público o si lo considera necesario el 
Juez, a efecto de actuarse pruebas sustanciales para el mejor esclarecimiento de los 
hechos, dicho plazo puede ser ampliado hasta en un máximo de 60 días adicionales, 
poniéndose en conocimiento del Tribunal Correccional, correspondiente mediante 
resolución debidamente fundamentada (…) 
 
Artículo 203º.- Elevación de la instrucción. 
Vencido el plazo ordinario y en su caso, el adicional a que se contrae el artículo 
anterior, y cumplido el trámite a que se refiere el artículo 197º, la instrucción se elevará 
en el estado en que se encuentre, con el dictamen Fiscal y el informe del Juez que se 
emitirá dentro de los tres días siguientes de recibidos los autos, si hay reo en cárcel, o 
de ocho si no lo hay; en caso se haya declarado complejo el proceso los plazos antes 
citados se duplicaran automáticamente. 
 
Artículo 225°.- 
El escrito de acusación que formule el Fiscal de acuerdo al Artículo 92º, inciso 
4) de la Ley Orgánica del Ministerio Público, debe contener, además: 
1. El nombre, apellidos, edad, estado civil, profesión, nacionalidad, lugar de 
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nacimiento y domicilio del acusado; 
2. La acción u omisión punible y las circunstancias que determinen la 
responsabilidad; 
3. Los artículos pertinentes del Código Penal; y en casos de penas alternativas, 
la que fuera aplicable, la duración de las penas principal y accesoria, o la 
medida de seguridad que sustituya a la pena; 
4. El monto de la indemnización civil, la forma de hacerla efectiva y la persona 
a quien corresponda percibirla; 
5. Los peritos y testigos que, a su juicio, deben concurrir a la audiencia. 
6. La declaración de haber conferenciado o no con el acusado, indicando si 
éste se halla preso o libre y el tiempo exacto que ha estado detenido,  
7. El concepto que le merezca la forma cómo se ha llevado a cabo la 
instrucción y si las ampliaciones acordadas en la instrucción se han debido 
o no a la negligencia del Juez o del Fiscal Provincial a fin de anotarse como 
demérito en su legajo personal." 
 
Artículo 280º.- Apreciación de la confesión y demás pruebas. 
 La sentencia que ponga término al juicio deberá apreciar la confesión del 
acusado y demás pruebas producidas en la audiencia, así como los testimonios, 
peritajes y actuaciones de la instrucción. 
 
Artículo 285º Contenido de la Sentencia Condenatoria 
 “La sentencia condenatoria deberá contener la designación precisa del 
delincuente, la exposición del hecho delictuosos, la apreciación de las declaraciones 
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de los testigos o de las otras pruebas en que se funda la culpabilidad, las circunstancias 
del delito, y la pena principal que debe sufrir el reo, la fecha en que ésta comienza a 
contarse, el día de su vencimiento y de seguridad que sea del caso dictar en sustitución 
e la pena ; el monto de la reparación civil, la persona que deba percibirla y los 
obligados a satisfacerla, citando los artículos del Código Penal que hayan sido 
aplicados”. 
 
Artículo 300º: Ámbito del recurso de nulidad 
1. Si el recurso de nulidad es interpuesto por uno o varios sentenciados, la 
Corte Suprema sólo puede confirmar o reducir la pena impuesta y 
pronunciarse sobre el asunto materia de impugnación. 
2. Las penas o las medidas de seguridad impuestas a los sentenciados que no 
hayan sido objeto de recurso de nulidad, sólo podrán ser modificadas cuando 
les sea favorables. 
3. Si el recurso de nulidad es interpuesto por el Ministerio Público, la Corte 
Suprema podrá modificar la pena o medida de seguridad impugnada, 
aumentándola o disminuyéndola, cuando ésta no corresponda a las 
circunstancias de la comisión del delito. 
4. Si el recurso de nulidad se refiere a la reparación civil, la Corte Suprema en 
todos los casos sólo podrá decidir en los estrictos ámbitos de la pretensión 
impugnatoria. 
5. Las partes deberán fundamentar en un plazo de diez días el recurso de 
nulidad. En caso de incumplimiento se declarará improcedente el recurso. 
Esta disposición se extiende a la impugnación de autos, en cuyo caso el 
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plazo para fundamentar es de cinco días. 
6. Los criterios establecidos en los numerales precedentes serán de aplicación 
a los recursos de apelación interpuestos en el proceso sumario previsto en el 
Decreto Legislativo Nº 124 y en todos los demás procedimientos 
establecidos por la ley. 
 
LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO  
Artículo 9º: Intervención en la Investigación penal. 
El ministerio Público conforme el inciso 5) del artículo 250º de la Constitución 
Política, vigila e interviene en la investigación del delito desde la etapa policial. Con 
ese objeto las fuerzas policiales realizan la investigación. El Ministerio Público 
interviene en ella orientándola en cuanto a las pruebas que sean menester actuar y la 
supervigila para que se cumplan las disposiciones legales pertinentes para el ejercicio 
oportuno de la acción penal. 
Igual función corresponde al Ministerio Publico en las acciones policiales 
preventivas del delito.  
 
Artículo 10º: Intervención del Ministerio Público en garantía del derecho 
de defensa. 
Tan luego como el Fiscal Provincial en lo Penal sea informado de la detención 
policial de persona imputada de la comisión de delito se pondrá en comunicación, por 
si o por medio de su adjunto o de su auxiliar debidamente autorizado, con el detenido, 
para el efecto de asegurar el derecho de defensa de este y los demás, según le reconocen 




Artículo 11º: Titular de la acción penal 
“El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, la que ejercita de 
oficio, a instancia de la parte agraviada o por acción popular, si se trata de delito de 
comisión inmediata o de aquéllos contra los cuales la ley la concede expresamente.”  
 
Artículo 14º: Carga de la prueba 
“Sobre el Ministerio Público recae la carga de la prueba en las acciones civiles, 
penales y tutelares que ejercite, así como en los casos de faltas disciplinarias que 
denuncie. Los jueces y demás funcionarios públicos, sin perjuicio de las atribuciones 
que al respecto les otorga la ley, citarán oportunamente, bajo responsabilidad, al Fiscal 
que actúe en el proceso de que conocen a sus diligencias fundamentales y a las de 
actuación de pruebas ofrecidas por cualquiera de las partes u ordenadas de oficio. 
También será notificado dicho Fiscal con las resoluciones que se expidan en el 
proceso, bajo pena de nulidad. 
 
Artículo 92º Atribuciones del Fiscal Superior en lo Penal 
Inciso 4.- Formular acusación sustancial si las pruebas actuadas en la 
investigación policial y en la instrucción lo han llevado a la convicción de la 
imputabilidad del inculpado; o meramente formal, para que oportunamente se proceda 
al juzgamiento del procesado, si abrigase dudas razonables sobre su imputabilidad. En 
ambos casos la acusación escrita contendrá la apreciación de las pruebas actuadas, la 
relación ordenada de los hechos probados y de aquellos que, a su juicio, no lo hayan 




Artículo 94.- Son obligaciones del Fiscal Provincial en lo Penal: 
(…) 
 “2. Denunciado un hecho que se considere delictuoso por el agraviado o 
cualquiera del pueblo, en los casos de acción popular, se extenderá acta, que suscribirá 
el denunciante, si no lo hubiese hecho por escrito, para los efectos a que se refiere el 
artículo 11 de la presente Ley. Si el fiscal estima improcedente la denuncia la rechaza 
de plano en decisión debidamente motivada o, alternativamente, apertura investigación 
preliminar para reunir los actos de investigación indispensables o formalizarla ante el 
juez penal. En este último caso, expondrá los hechos que tienen conocimiento, el delito 
que tipifican y la pena con que se sanciona, según ley; los actos de investigación con 
que cuenta y los que ofrecen actuar o que espera conseguir y ofrecer oportunamente. 
Al finalizar la investigación preliminar sin actos de investigación suficientes, el fiscal 
lo declarará así, disponiendo el archivamiento de la denuncia; o cuando se hubiesen 
reunido los actos de investigación que estimase suficientes, procederá a formalizar la 
denuncia ante el juez penal. En caso de incumplir los plazos para la realización de los 
actos fiscales que correspondan, deberá remitir un informe a la Fiscalía Suprema de 
Control Interno, que sustente tal retraso, bajo responsabilidad disciplinaria.” 
 
LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 
Artículo 126.- Días y horas hábiles en procesos penales. 
En los procesos penales se consideran hábiles todas las horas y días del año. 
 
CÓDIGO PROCESAL PENAL DE 1991  
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Artículo 135º: Mandato de detención. Requisitos. 
El juez podrá dictar mandato de detención si, atendiendo a los primeros 
recaudos acompañados por el fiscal provincial, es posible determinar: 
1. Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito 
que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. No constituye 
elemento probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, 
gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito imputado se 
haya cometido en el ejercicio de una actividad realizada por una persona 
jurídica de derecho privado. 
2. Que la sanción a imponerse o la suma de ellas sea superior a un año de pena 
privativa de libertad o que existan elementos probatorios sobre la 
habitualidad del agente al delito. 
3. Que existan suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado 
intente eludir la acción de la justicia o perturbar la acción probatoria. No 
constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir la justicia, 
la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa. 
4. En todo caso el juez penal podrá revocar de oficio el mandato de detención 
previamente ordenado, cuando nuevos actos de investigación ponga en 
cuestión la suficiencia de las pruebas que dieron lugar a la medida. (*) 
 
Artículo modificado por la Ley N°29499, publicado el 19/01/2010 
Artículo 135º: Mandato de detención. 
 El juez podrá dictar mandato de detención si, atendiendo a los primeros 
recaudos acompañados por el fiscal provincial, es posible determinar: 
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1. Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito 
que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. 
No constituye elemento probatorio suficiente la condición de miembro de 
directorio, gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito 
imputado se haya cometido en el ejercicio de una actividad realizada por 
una persona jurídica de derecho privado. 
2. Que la sanción a imponerse sea superior a los cuatro años de pena privativa 
de libertad. 
3. Que existen suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado 
intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la acción probatoria. No 
constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la 
justicia la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa. En todo 
caso, el juez penal podrá revocar de oficio o a    petición de parte el mandato 
de detención cuando nuevos actos de investigación demuestren que no 
concurren los motivos que determinaron su imposición, en cuyo caso el juez 
podrá disponer la utilización de la vigilancia electrónica personal como 
mecanismo de control, tomando en cuenta lo previsto en el inciso 2 del 
artículo 143 del presente Código.” 
 
Artículo 136º: Fundamentación para dictar detención 
El mandato de detención será, motivado, con expresión de los fundamentos de 
hecho y de derecho que los sustenten. El oficio mediante el cual se dispone la ejecución 
de la detención deberá contener los datos de identidad personal del requerido. 
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Las requisitorias cursadas a la autoridad policial tendrán una vigencia de seis 
meses. Vencido este plazo caducarán automáticamente bajo responsabilidad, salvo que 
fuesen renovadas, La vigencia de requisitoria para los casos de narcotráfico y 
terrorismo no caducaran hasta la detención y juzgamiento de los requisitoriados.  
 
9.2. Doctrina 
Después de conocer los antecedentes relacionados al tema se menciona referente al 
marco teórico las teorías que se requerirán para el desarrollo del estudio, la primera en ser 
citada es la Teoría del Delito frente a la Violación Sexual, Para Mir (2007). La teoría de delito 
es obra de la doctrina jurídico penal y constituye la manifestación más característica y 
elaborada de la dogmática del Derecho Penal; tiene como objetivo teórico el principio básico 
del Derecho Penal positivo y un sistema unitario.  
 
Asimismo para Borja (2013), si nos queremos enfocar en la importancia que la 
doctrina le ha otorgado al hecho punible, sim embargo la de mayor peso es la constatación de 
que la infracción penal constituye el presupuesto fundamental de la norma jurídica, y el propio 





El mismo Borja (2013) a la letra nos dice:  
 
Los diferentes métodos desarrollados en la investigación en el ámbito 
del ordenamiento punitivo coinciden, en líneas esenciales, con 
aquellos utilizados en la explicación jurídica del fenómeno delictivo, 
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se está tomando en consideración, fundamental, un cierto modelo 
explicativo del hecho punible, porque en efecto, las diferentes 
metodologías utilizadas en Derecho penal encuentran en el estudio de 
la teoría general del delito. (p. 92). 
 
Respecto a la Teoría General del Delito se ha estudiado desde muchos aspectos y de 
manera profunda en el ámbito psicológico, las características comunes que posee cualquier 
conducta, sea por acción u por omisión, para ser considerado delito; asimismo hay 
características que son comunes a todos los delitos y otras por las que se diferencia los tipos 
penales unos de otros. Muñoz y García (2004, p.199).  
 
Asimismo para Roxin (2009), La Teoría del delito, representa la ciencia del Derecho 
Penal, que se encargar de explicar lo qué es el delito en sentido genérico, descomponiéndolo 
desde su propio concepto y conduciéndolo por un sistema de categorías jurídicas, que facilitan 
así la aplicación de la ley penal. Por la cual la doctrina ha separado sus elementos, de la 
siguiente manera: Acción, tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. Lo que se observa es que 
indudablemente el sistema actual de la teoría del delito está integrado prácticamente por las 
mismas categorías que en su origen en el último cuarto del siglo XIX, ya que, la acción, la 
tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad son desde casi un siglo las categorías básicas del 
sistema.  
 
De otro lado Nieves (2010), la teoría del delito se encarga de mostrar los niveles del 
análisis que deben resolver de forma integrada el estudio de la conducta humana a fin de 
calificarla como delito, esto obliga a segregar los hechos convertidos en tipos sean doctrinarios 
o individualizados por la ley y sancionarse como se indica en la norma en el entendido de que 




al dimensionar y dar trascendencia a la acción humana que se convierte en 
conducta típica por no estar autorizada por la ley, la dogmática se alza 
como rectora de este encabritado ejercicio del saber penal que, a buen 
seguir, es el ungüento por excelencia para tales fines (p. 16). 
 
La Teoría del delito se convierte en un sistema de categorización por niveles que está 
conformado por el estudio jurídico Penal de carácter general al que se concurre para llegar a 
establecer la existencia  de un delito, de esta manera se logra resolver  el mismo, cuando  el 
hecho es  calificable de delito.   
 
El estudio referido a menor de edad, nos lleva hacia la definición de menor de edad, 
que nos remonta hasta la Convención sobre los Derechos del Niño realizada el 20 de 
noviembre de 1989, en el que designan términos correspondientes a la definición de menor de 
edad y su consideración jurídica actual. (Montejo, J. 2012).  
 
Rodrigo (2004) en su tesis cita a la Real Academia de la Lengua Española haciendo 
referencia a la definición de lo que es menor de edad:  
 
“El diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define "menor" en 
primera acepción como “Adj. comp. de pequeño. Que tiene menos cantidad que 
otra cosa de la misma especie". La definición continúa con el uso del adjetivo 
también como un sustantivo menor de edad. U.t.c.s.” (p. 37). 
 
De otro lado, haciendo referencia a la definición acerca de menor de edad a la letra 




“… nuestra legislación no contiene una definición de lo que se entiende por 
niño. Solamente se establece claramente que la mayoría de edad, y por 
consiguiente la plena capacidad para realizar actos civiles, se adquiere a los 
18 años.  
De acuerdo al artículo 1 de la Convención, debe entenderse por niño todo ser 
humano menor de 18 años. (CEPAL: 2013). 
 
 Como se indica en lo mencionado por CEPAL, la legislación nacional protege al 
menor de edad como un bien del Estado por proteger y entiende que es mayor de edad el 
ciudadano mayor de edad aquel que cumple o ya ha cumplido 18 años.  Al igual que en 
legislaciones internacionales.  
 
Por otra parte, la Ley Nº 19221 que fija la mayoría de edad a los 18 años, 
aprobada y promulgada el 1º de junio de 1993, define "menor de edad" a 
contrario sensu, del artículo 1 de la Convención, pues declara: "establece que 
es mayor de edad la persona que ha cumplido los 18 años". Por tanto, el menor 
de edad es la persona que no ha cumplido 18 años. Esta definición de menor 
y mayor de edad tiene efectos generales, dejando a salvo las excepciones 
establecidas por la ley para ciertas materias”. (p. 101). 
 
Respecto al tema de Estado de Derecho, el Estado genera, crea un derecho, es decir, 
produce normas jurídicas; y que, en mayor o menor medida, las utiliza, las aplica y sirve de 
ellas para organizar y hacer funcionar el grupo social, así como para resolver conflictos 
concretos y surgidos dentro de él; y el Estado de derecho, es un modelo organizativo que ha 
ido surgiendo y construyéndose en las condiciones históricas de la modernidad como 
respuestas a ciertas demandas, necesidades, intereses y exigencias de la vida real, de carácter 




El Estado es parte del cuerpo político cuyo peculiar objeto es mantener la ley, 
promover la prosperidad común y el orden público y administrar los asuntos públicos. 
 
Por otro lado para Rodríguez (2013), En el Estado de Derecho se integra diversos 
modelos de Estado en los tipos: liberal, social o democrático, se busca identificar al Estado 
Liberal a través de los denominados derechos civiles en los que se incluye: la vida, la 
integridad, la libertad de expresión,  y lo político (sufragio), gracias a la influencia del 
constitucionalismo social que la idea de Estado de Derecho también enmarca la presencia de 
derechos humanos como los denominados económicos, sociales y culturales, destacan también 
los derechos a la salud, la educación, el trabajo, la vivienda; por lo cual Estado de Derecho, 
debería estar en condiciones de garantizar a todos los derechos de manera igualitaria, sin 
diferenciarse de otros. 
 
El Interés Superior del Niño, acerca del principio del Interés superior del Niño, 
Lingan L. (2013) nos da referencias y consideraciones, trayendo a colación la Resolución 
Legislativa Nº 25278, por lo que el Perú aprueba la denominada Convención sobre los 
Derechos del Niño, Tratado Internacional en la que se reconoce diversos derechos de los niños, 
y por la que se establece responsabilidades de los Estados para hacerlo realidad. La 
Convención sobre los Derechos del Niño consta de 54 artículos. En el artículo 3.1 se propone 
el renombrado Principio del Interés Superior del Niño, que afirma lo siguiente: 
 
“En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 




El Principio del Interés Superior del Niño sí ha sido estipulado expresamente en el 
Código de Niños y Adolescentes peruano, aprobado por Ley Nº 27337, en cuyo artículo IX 
del Título Preliminar se establece lo siguiente: En toda medida concerniente al niño y al 
adolescente que adopte el Estado a través de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, del 
Ministerio Público, los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y sus demás instituciones, 
así como en la acción de la sociedad, se considerará el Principio el Interés Superior del Niño 
y el respeto a sus derechos.   
 
En la Convención de los Derechos del Niño, en el Código de los Niños y Adolescentes 
Peruano y principalmente en la Constitución Política del Perú de 1993 y, no se puede definir 
como es que se entiende este Principio, ya que no se delinea el concepto, amplitud o los límites 
que presenta. A nivel de la doctrina y la jurisprudencia se establece algunos lineamientos para 
los que la aplicación del principio del interés del niño resulta importante respecto a la 
protección del sector de la población vulnerable, por lo que merece una atención y cuidado 
especial de parte del Estado. 
 
Sobre la Integridad Física y Psicológica, el Instituto Peruano de Educación en 
Derechos Humanos y la Paz (IPEDEH), cita a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos en el art. 5: “Nadie será sometido a torturas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes”. Además hace mención del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, que en su Art. 
7° afirma: “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles inhumanos o degradantes. 
En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o 
científicos”, mientras que en el Art. 10° a la letra dice: “Toda persona privada de libertad será 
tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. 
 
 En la Convención Americana sobre Derechos Humanos de la Organización de 
Estados Americanos o Pacto de San José de Costa Rica, ratificado el 14 de Diciembre de 1990 
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por Resolución Legislativa N° 25286 manifiesta que “Toda persona tiene derecho a que se 
respete su integridad física, psíquica y moral”. De otro lado, en la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre en el Art. 1° se cita: “Todo ser humano tiene derecho a la 
vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.  
 
En la Constitución Política del Perú de 1993 encontramos que en el Art. 1° se dice: 
“la defensa de la persona humana y el respeto a su dignidad son el fin supremo de la sociedad 
y el Estado”, mientras que el Art. 2° Inc. 24, literal h: “Nadie debe ser víctima de violencia 
moral, psíquica o física ni sometido a tortura o tratos inhumanos o humillantes”. 
 
 Este artículo se refiere que la persona humana es la máxima expresión y está por 
encima de cualquier (poder, dinero, etc.). De tal forma que está en perfecta armonía con el 
artículo 1° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el mismo que literalmente 
dispone: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y dotados 
como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 
Esta norma legal rescata la dignidad de la persona, supremo valor que exalte el 
cristianismo, para la cual la persona es criatura de Dios, hecha a su imagen y semejanza.  
 
Textualmente transcribimos el artículo 173, referido Violación sexual de menor de 
edad  
El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 
introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un 
menor de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 
     1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la pena será de cadena perpetua. 
     2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no 




Bramont, L. (2008) acerca de la violación de la persona menor de 14 años, tipificada 
a partir del Art. 173 del Código Penal, en el que se afirma: la práctica del actos sexuales u otro 
análogos con un niño menor de catorce años, el mismo que será reprimido con penas 
carcelarias privativas de la libertad que van desde los diez a veinticinco años. En otro momento 
de la lectura afirma que el delito se considera consumado solo si existe penetración total o 
parcial del miembro viril o pene, dentro de la vagina o en el ano del menor. No hay 
inconveniente en admitir la tentativa; entonces, si se realiza el acto sexual, el hecho se consuma 
con el simple hecho de consumar el contacto con los órganos sexuales. Sobre el bien jurídico 
protegido indica que se protege la libertad sexual garantizando el libre desarrollo sexual del 
joven, que por su inexperiencia y falta de desarrollo completo de su capacidad volitiva, no 
puede defenderse por sí mismo de los ataques a su libertad sexual.  
 
Se cita también a Chamane (2009) quien sobre el derecho fundamental de la libertad 
sexual afirma que: 
 A través de los derechos fundamentales son aquellos derechos subjetivos que se garantizan 
usando el rango de tipo constitucional en el que consideran  esenciales  dentro del sistema 
político, y que  están especialmente  vinculados con la dignidad de la persona humana (p. 
103) 
 Acerca del derecho a la libertad se considera un derecho esencial  e inherente al ser 
humano  si bien  es cierto no  absoluto,  por cuando ”derecho fundamental” es un atributo  
de la  persona humana,  inherente  que debe ser objeto de protección  de todos los Estados 
incluyendo a quienes se someten al Sistema Jurídico  Peruano bajo la condición de ser 




Respecto a las restricciones de la libertad, Chamane (2009) afirma que es un derecho 
fundamental que es susceptible de restricciones, las cuales se encuentran previstas en las 
normas internacionales y en la Constitución, así tenemos que:  
 
 Las normas internacionales que se refieren a los derechos humanos: Se establecen 
restricciones a la libertad personal. Pero en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (art. 9, inc. 1) señala: Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas 
fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. De otro lado en la 
Convención Americana acerca de los Derechos Humanos (Art. 7 inc. 2) propone que: 
Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Política de los Estados Partes o por leyes 
dictadas conforme a ellas.  
 
 De otro lado en la Constitución Peruana de 1993, la Constitución de 1993 queda claro que 
la libertad personal debe ser objeto de ciertas restricciones. Pero en el artículo 2 inciso 24 
de la Constitución de 1993 se establece: “Toda persona tiene derecho (…) a la libertad y 
seguridad personales. En consecuencia (…) b) NO se permite forma alguna de restricción 
de la libertad persona, salvo en los casos previstos por la ley (…)”. 
Se cita de otro lado a Salinas (2013), para quien la libertad sexual de querer o de voluntad es 
autodeterminación, la misma que no es otra cosa que la situación en la que un sujeto tiene la 
posibilidad de orientar su voluntad hacia un objetivo, de tomar decisiones sin verse 
determinado por la voluntad de otro (p.685). 
 
La libertad sexual es la capacidad de toda persona para comportarse como a bien tenga 
la actividad sexual, es la capacidad que tiene toda persona de elegir libremente, el lugar, el 
tiempo, el contexto y la otra persona para relacionarse sexualmente; es decir la voluntad de 
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cada persona de disponer espontáneamente de su vida sexual, sin desmedro de la convivencia 
y del interés colectivo. 
 
Asimismo para Peña (2015), la libertad sexual es parte de la autonomía misma del ser 
humano, de dirigir dicha esfera conforme al discernimiento como plasmación de la voluntad 
que se exterioriza a partir de los actos concretos y que involucra a otro ser humano, pues en 
definitiva los actos que el sujeto haga con su propio cuerpo no es de incumbencia para el 
Derecho penal, a menos que este sea obligado a realizarlo mediante coacción o amenaza (p. 
239). 
 
Con respecto a la indemnidad sexual Peña (2015), señala que la a indemnidad sexual, 
es una manifestación de la dignidad de la persona humana y el derecho que todo ser humano 
tiene a un libre desarrollo de su personalidad, sin intervenciones traumáticas en su esfera 
íntima por parte de terceros, las cuales pueden generar huellas indelebles en el psiquismo de 
la persona para toda la vida. (p.48). 
 
Se entiende por indemnidad sexual al derecho del niño, niña o adolescentes a 
desarrollar su sexualidad en forma natural sin interferencia de hechos que por su naturaleza 
anormal o desviada tenga la capacidad real o potencial para pervertir, corromper o impedir 
dicho desarrollo (Tobar, 1999).  
 
Respecto a los Elementos del Delito de violación Sexual de Menores de Edad. Tal 
cual la describe Chacón, S. (2009), la mencionamos a continuación: a) Tipicidad objetiva: 
Bien Jurídico Protegido: "Indemnidad Sexual" / "Libertad Sexual". b) Libertad Sexual: La 
capacidad legalmente reconocida que tiene una persona para autodeterminarse en el ámbito de 
su sexualidad. c) Positiva: Capacidad de decidir libremente sobre su sexualidad. D) Negativa: 




Sobre la Criminología, se propone como conocimiento y antecedente el estudio que 
realiza Peña, L. (2009), en el que se explica la postura del comportamiento delictivo respecto 
a los determinados procesos psíquicos normales o patológicos. Es interesante mostrar 
delimitaciones anteriores de tipo conceptual en los que se distingue los ámbitos relacionados 
a e la Psicología, Psicopatológica y Psicoanálisis: La Psiquiatría, entonces se define como una 
rama que se desprende de medicina y que se ocupa de los hechos psíquicos morbosos, del ser 
humano que psíquicamente se considera enfermo. La adopción de una perspectiva clínica, 
contempla la conducta delictiva como una expresión y como figura del trastorno de la 
personalidad, patológico. La Psicología, viene a ser la ciencia que estudia el comportamiento 
humano u la conducta, para esta ciencia también es de interés la conducta criminal como 
cualquier otro comportamiento. La Psicología es una ciencia moderna y empírica, pues busca 
explicación al proceso de adquisición de ciertos modelos de conducta, identificando los 
factores y variables que le dan soporte, es una actuación conformista como el caso contrario; 
en el que sus cultivadores vienen a ser los partidarios del laboratorio, bajo el experimento de 
observación y clínica.  
 
De otro lado García (2009), propone que la criminología se asume como ciencia y 
como instrumento de análisis como fenómeno social.  Con ello se van materializando cada vez 
más el desarraigo de las antiguas concepciones que respecto del Derecho Penal y la 
Criminología se tenían. En una época en la que el conocimiento científico prima respecto del 
conocimiento especulativo e ideologizado no podría ser de otra manera.  
 
Hurtado J. (2011) propone que es el Estado quien se dirige a enfrentar las acciones 
delictuosas, que amenazan la cohesión y el desenvolvimiento armónico de la comunidad, a 
esto se denomina política criminal. Esta reacción institucionalizada contra la delincuencia 
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forma parte del control social, el cual es una manifestación concreta de la política general del 
Estado.  
 
De esta manera, éste cumple su función destinada a coordinar, disciplinar y organizar 
la vida comunitaria. El contexto en el que se implanta y desarrolla la política criminal no 
constituye, sin embargo, un dato puramente objetivo. Las nociones de “delincuencia”, 
“crimen” y “criminal”, son el resultado, precisamente, de intensos debates sobre los criterios 
de la misma política criminal, los cuales condicionan la elección de los comportamientos que 
serán criminalizados y de los medios que serán empleados para evitarlos. Ningún 
comportamiento es delito en sí mismo. En realidad., su carácter “delictuoso” varía según los 
tiempos y los lugares en donde es cometido.  
 
Sobre la dogmática penal Hurtado J. (2011), aporta que el hecho de que el derecho sea 
lenguaje y que siempre requiera ser interpretado, implica que exista una relación estrecha entre 
el derecho positivo (objeto de estudio) y el derecho disciplina jurídica que se ocupa de dicho 
objeto. Esta circunstancia debe ser tenida en cuenta tanto para comprender bien qué es la 
dogmática penal, como para percibir correctamente en qué consiste la labor del jurista al 
estudiar las normas y sistematizar los resultados de su trabajo.  
 
Sobre el tema de criminología de acuerdo a nuestros objetivos a diferencia de la 
dogmática penal, la criminología se ocupa del estudio del fenómeno delictuoso, de la reacción 
de la sociedad, investigando sus causas, su significación en la vida del individuo y de la 
comunidad, y así mismo, de la personalidad del delincuente, de sus características físicas y 
psíquicas, de su desarrollo y de sus posibilidades de tratamiento. Propone conceptos como el 





 Considerando que la delincuencia era un fenómeno atávico, generado por 
deformaciones biológicas, por lo que un delincuente era considerado un “criminal nato”; 
respecto a la sociología criminal, concibe y explica la criminalidad afirmando que el 
delincuente y el comportamiento criminal no deben ser observados como fenómenos aislados, 
ya que ambos se encuentran condicionados por factores externos. Menciona a Ferri como 
promotor del positivismo italiano, preocupado sobre todo por explicar la delincuencia desde 
una perspectiva social, sin dejar del todo de lado las causas biológicas y psíquicas. Pasa luego 
al tema de la psicología criminal, que frente a las explicaciones sociológicas, se han 
desarrollado análisis psíquicos. Propone que la orientación psicológica desarrollada a partir de 
la teoría de Freud y las doctrinas de Yung y Adler, destaca la importancia de los conflictos 
afectivos y del desarrollo sexual en el origen de traumatismos que pueden conducir a cometer 
delitos. 
 
Ramos, J. (2010) refiere sobre criminología, referido a las conductas antisociales, 
advierte que es un conjunto de conocimientos que se ocupan de las llamadas conductas 
antisociales, que se tipifican fundamentalmente como delitos, así como de los motivos, causas, 
motivaciones, condiciones o factores que inducen a las personas a delinquir, en una 
determinada sociedad. La criminología también estudia lo que se denomina estados 
criminógenos, los mismos que no se encuentran tipificados como delitos, tienden a constituir 
predisposición, un riesgo, una inclinación más o menos acentuada, que hacen que el individuo 
busque delinquir, a partir de las siguientes hipótesis: alcoholismo, drogadicción, prostitución, 
vagancia, desocupación, subempleo, inclinación vocacional a la ilicitud, entre otros.  
 
Zaffaroni, R. citado por Ramos, J. (2010) afirma que:  
 
La criminología es el saber (conjunto de conocimientos) que nos 
permite explicar cómo operan los controles sociales punitivos de 
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nuestro margen periférico, qué conductas y actitudes promueven, qué 
efectos provocan y cómo se los encubre cuanto ello sea necesario y 
útil para proyectar alternativas a las soluciones punitivas alternativas 
menos violentas que las existentes y más adecuadas al progreso 
social (p. 64). 
 
De otro lado Ramos cita también a Kaiser G. quien atribuye a la criminología la 
característica sustancial, por tratarse de un conjunto ordenado de conocimientos 
experimentales referentes al crimen. Agrega que las opiniones divergentes sobre lo que, en la 
actualidad, debe entenderse por Criminología no ofrece contrastes relevantes, y parece no 
dudar en su caracterización como ciencia empírica.  
 
El mismo Ramos cita a López rey, para quien el concepto y fin de la criminología 
vienen determinados por el contenido y función que se le asigna y él distingue cuatro clases 
de criminología: a) La Criminología Científica, que se constituye por el conjunto de 
conceptos, teorías, resultados y métodos que se refieren a la criminalidad como fenómeno. b) 
La Criminología Aplicada que se va integrando progresivamente por las aportaciones de la 
criminología científica y la empírica. c) La Criminología Académica, que tiene una 
característica fundamentalmente descriptiva y está constituida por la llamada sistematización, 
a efectos de enseñanza o diseminación del conocimiento de la criminología en general. d) La 
Criminología Analítica que tiene como finalidad determinar si las llamadas otras 
criminologías y la política criminal cumplen su cometido. Su función es realizar una actividad 
fiscalizadora de lo hecho o lo efectuado.  
 
Ortiz – Tallo M., Sánchez L., Cardenal V. (2002) en su estudio sobre el perfil 
psicológico de delincuentes sexuales, propone que las formas generales, o todas, son maneras 
de infringir la figura legal, entonces, la delincuencia sexual es la que generalmente se rechaza 
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por medio de la misma comunidad en la que compartimos y vivimos. Al aprovecharse de las 
víctimas indefensas y débiles como son las mujeres y los niños, se vulnera y se transgrede lo 
más íntimo de la persona, empujándola en algunos casos a la muerte, a través del suicidio, 
quizá se pasa por la tortura psicológica inmerecida y despreciable. De otro lado nos indica 
que existen explicaciones delincuenciales sexuales en la que los adultos y la delincuencia 
sexual se relaciona con los niños de naturaleza distinta, (citando a Garrido, Stangeland y 
Redondo, 1999; Redondo, 1994). Los casos mencionados el delito vienen a ser la forma en 
que una violación, supone el uso de la fuerza o el uso de la intimidación o amenaza por parte 
de la otra persona, a fin de poder mantener relaciones sexuales. En la figura del abuso sexual 
que se relaciona con menores de edad o niños, se conoce que el comportamiento del adulto 
agresor hacia su víctima no suele ser violento, y lo cotidiano es que el agresor convenza al 





Descripción: El objeto de la demanda es que se declaren nulas: i) la resolución 
de fecha 23 de julio de 2013, corregida por Resolución 6, de fecha 12 de agosto de 
2013, que le impuso al favorecido siete años de pena privativa de la libertad por 
incurrir en el delito de actos contra el pudor de menor de doce años, y cinco años de 
pena privativa de la libertad por incurrir en el delito de tentativa de violación sexual 
de menor de edad, penas que sumadas totalizan doce años de pena privativa de la 
libertad por tratarse de un concurso real de delitos; y ii ) la Resolución 17, de fecha 
12 de febrero de 2014, que confirmó la precitada sentencia (Expediente 00010- 
2013/2013-090-NCPP). Se alega la vulneración de los derechos de defensa y a la 
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debida motivación de resoluciones judiciales. - Tribunal Constitucional (TC) 
Sentencia del Tribunal Constitucional  
Exp. N° 04160-2017-PHC/TC.: Declara infundada demanda de nulidad 
de resoluciones judiciales sobre delito de tentativa de violación sexual de menor 
de edad.  
 
Descripción: Sentencia que declara infundada demanda que tiene por objeto, 
se declare la nulidad de la resolución de fecha 06 de octubre de 2014, que declaró 
improcedente la extinción de la acción penal por prescripción extraordinaria de la 
instrucción seguida contra don Ronald Arturo Chorres Márquez por la presunta 
comisión del delito de violación sexual de menor de edad. Sentencia del Tribunal 
Constitucional  
Exp. N° 01542 -2015-PHC/TC: declara infundada demanda de nulidad de 
resolución  
 
Descripción: Sentencia que declarara improcedente la demanda respecto al 
cuestionamiento de las actuaciones del Ministerio Público y a la revaloración de 
pruebas y alegatos de inocencia, y declara infundada en lo que se refiere a la afectación 
del derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, respecto de las 
sentencias condenatorias, Resolución 18, de fecha 31 de enero del 2013, y Resolución 
N.° 24, de fecha 8 de abril de 2013, por el delito de violación sexual contra una menor 
de edad. Sentencia del Tribunal Constitucional 
Exp. N°. 00035-2014-PHC/TC. Declara nulas las resoluciones de condena, 




Descripción: Sentencia que resuelve declarar infundada la demanda que pide 
declarar nulo el auto de apertura de instrucción de fecha 8 de agosto de 2007 y todo lo 
actuado en el proceso penal N.° 709-2007, en el que don Carlos Antonio Guevara Vega 
fue condenado por el delito de violación sexual de menor de edad a treinta años de 
pena privativa de la libertad, y que, por consiguiente, se le inicie un nuevo proceso 
penal. Se alega la vulneración de los principios de legalidad y retroactividad benigna 
en materia penal. Sentencia del Tribunal Constitucional.  
Exp. N°. 04896-2014-PHC/TC, Declara infundada demanda tiene por 
objeto que se declare nulo el auto de apertura de instrucción de condena por 
delito de violación sexual de menor de edad. 
 
Descripción: Sentencia que declara improcedente la demanda sobre 
archivamiento de proceso penal por el delito contra la libertad sexual, violación sexual 
de menores de edad, Expediente N.° 2008-3998-0-1501-JRPE- 05, que se tramita ante 
el Quinto Juzgado Penal de Huancayo. Se alega la vulneración del principio ne bis in 
ideen. Sentencia del Tribunal Constitucional.  
Exp. N°. 02792 2013-PHC/TC, Declara improcedente demanda de 
archivamiento de proceso penal por el delito contra la libertad sexual, violación 
sexual de menores de edad 
 
Descripción: Sentencia: recurso de casación concedido “para el desarrollo de 
la doctrina jurisprudencial por la causal prevista en el inciso tres del artículo 
cuatrocientos veintinueve del Código Procesal Penal a efectos de establecer si la 
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conducta ilícita de violación sexual de mayor de catorce años y menor de dieciocho 
años de edad –realizados mediante violencia física o amenaza– previsto en el inciso 
tres del artículo ciento setenta y tres del Código Penal debe ser reconducida al artículo 
ciento setenta del Código Penal (Ley más favorable al reo) en atención a la doctrina 
jurisprudencial establecida en el Acuerdo Plenario número cuatro - dos mil ocho/CJ - 
ciento dieciséis, del dieciocho de julio de dos mil cinco” a la defensa técnica del 
encausado don Elías Samuel García Briceño; emitiéndose la decisión bajo la ponencia 
del señor Juez Supremo Salas Arenas. Abuso sexual contra adolescentes entre 14 y 









X. DISCUSIÓN  
Conforme es de verse de la Ejecutoria  Suprema, recaída  en el presente  
proceso, que declaro Haber NULIDAD EN LA SENTENCIA que  condena a la 
persona de  JAVIER ISMAEL COTRINAJULON, lo ABSOLVIERON de la 
acusación del  Fiscal,  es  importante   efectuar el  análisis  en cuanto,  a  la  teoría  del 
Delito. 
 
Acción conforme lo hemos desarrollado líneas precedentes, la  conducta-
comportamiento  del sujeto activo, estuvo  orientada  a producir un cambio al bien 
jurídico  protegido,  no existiendo   ningún  elemento de  Ausencia de  Acción,  al 
haber  este  sostenido relaciones  sexuales- indemnidad con la menor  se produjo una  
lesión al Bien Jurídico. 
 
Dentro de  la  Tipicidad  Objetiva,  el  bien  jurídico protegido  es la  indemnidad  
sexual  de la menor,  que se encuentra descrita  dentro  de  los  delitos  contra  la  
Libertad  Sexual,  teniendo como  base la  Imputación  Objetiva,   para  poder  
establecer,  si  fue el sujeto activo  o pasivo,  fue  quien incremento el riego del bien 
jurídico,  en este  sentido, la  Corte  Suprema  llego  a  la  conclusión  que  fue el 
agraviado (menor)   quien    con sus diversas testificaciones  una diferente a la otra es 
que se presenta esta situación.  
 
Por  otro  lado debemos  de verificar   si  el  comportamiento del sujeto  Activo,  
fue doloso  o culposo,  y  como   bien    sabemos,  en  los delitos  contra  la Libertad  
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Sexual,  se dan a  título de dolo, que es la  conciencia  y  voluntad  del  sujeto, es   decir  
el animus lubricus (lograr el acceso carnal a fin de obtener la satisfacción sexual)  
 
Asimismo, el debido proceso conocido como juicio justo o proceso regular es 
una garantía y derecho fundamental de todos los justiciables que les permite una vez 
ejercitado el derecho de acción, el poder acceder a un proceso que reúna los requisitos 
mínimos que lleven a la autoridad encargada de resolverlo, a pronunciarse de manera 
justa, equilibrada e imparcial. Esto es, son las garantías mínimas que requiere una 
persona para ser investigado o procesado.  
 
En el presente proceso, tras el análisis realizado podemos señalar que los 
principios y garantías procesales, si fueron respetadas y cumplidas. Asimismo, 
podemos señalar que sí se respetó el derecho de defensa del procesado ya que si bien 
es cierto que en la etapa policial no contó con la presencia de abogado defensor, 
también lo es que fue el propio procesado quien consideró “no necesario la presencia 
del abogado defensor” ya que se encontraba presente el representante del Ministerio 
Público al rendir su manifestación policial. 
 
Por otro lado, se informó al intervenido, inmediatamente y por escrito las 
causas o razones de su detención, cumpliendo de esta manera con lo establecido en el 





Del análisis del expediente se puede advertir que el proceso penal se tramitó en 
la vía ordinaria, el cual tiene como plazo de instrucción 4 meses que pueden ser 
prorrogables por 60 días, por lo que vencido el plazo ordinario de la instrucción, el 
Juez Penal decretó vista fiscal. El Fiscal Provincial solicitó un plazo ampliatorio de la 
instrucción a efectos de realizar las diligencias faltantes, siendo dicho pedido 
concedido por el Juez. Vencido el plazo ampliatorio de la instrucción, el Juez Penal 
decretó vista fiscal. El Fiscal Provincial emitió su dictamen final señalando las 
diligencias solicitadas, actuadas, no actuadas, los incidentes promovidos y opinó que 
el proceso se ha tramitado en forma regular cumpliendo los plazos procesales. 
Devuelto el expediente, el Juez Penal expidió su informe final, estableciendo el mismo 
contenido, además se pronunció sobre la situación jurídica del procesado. 
Posteriormente, emitidos los informes finales, se elevaron los autos y pusieron a 
disposición de las partes, por el plazo de tres días; levantándose con ello, la reserva de 
la instrucción. 
 
La necesidad que las resoluciones judiciales, como el auto de apertura de 
instrucción, sean motivadas es un principio que informa el ejercicio de la función 
jurisdiccional y, al mismo tiempo, un derecho constitucional de los justiciables. 
Mediante ella, por un lado, se garantiza que la administración de justicia se lleve a 
cabo de conformidad con la Constitución y las leyes (artículos 45 y 138 de la 
Constitución) y, por otro, que los justiciables puedan ejercer de manera efectiva su 





El Estado Peruano tiene un rol primordial en la finalidad de garantizar el bien 
de la infancia en el Perú, buscando que se respete la Convención sobre los Derechos  
del Niño del que forma parte.  
 
El Estado Peruano debe asumir la responsabilidad de promover y proteger el 
cumplimiento de los derechos de los niños.  
 
La normatividad legal interpuesta por el Estado Peruano tiene como principal 
objetivo contribuir de manera integral y decisiva la mejora en la tutela de los derechos 
del menor en el Perú, teniendo en cuenta que el niño y el adolescente deben acceder al 
derecho que alcance el respeto a su integridad, psicológica, física y moral, pero sobre 







Reconocer la importancia de la implementación de  programas de prevención 
en el delito de violación sexual hacia menores, por parte de los entes encargados del 
control de  difusión de contenidos  en medios de comunicación, esfuerzos que resultan 
siendo aún insuficientes, por lo que se recomienda también que, de parte del Estado, 
las leyes sean más drásticas, respecto a esta situación.  
 
Realizar una revisión de los principios en los tratados y en la legislación 
nacional en temas referidos a la violencia o maltrato infantil y a la consecución del 
cumplimiento de los derechos de forma integral.  
 
Reconocer y revisar el marco normativo que regule eficientemente la figura de 
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El resumen y análisis del expediente que toca revisar corresponde a una 
demanda de divorcio por causal de separación de hecho por periodo ininterrumpido de 
02 años en la vía del proceso de conocimiento interpuesto por la demandante Amelia 
Marina García Cruz en contra del demandado José Teofilo Galiano Rejas y 
accesoriamente solicita la liquidación y/o extinción de la sociedad de gananciales 
amparado en el Art. 333 núm. 12 del Código Civil. El demandado contesta la demanda 
indicando que en la etapa de postulación el divorcio por causal de separación de hecho 
por periodo ininterrumpido de 02 años debió de declarase improcedente al no existir 
una conexión lógica entre los hechos y el petitorio; tal como se encuentra regulado en 
el art. 427 del Código Procesal Civil. El juzgado admite el escrito de contestación y 
declara saneado el proceso, señalando fecha para la audiencia de conciliación, al no 
haber aceptado las partes la conciliación. El juez da inicio a la fijación de puntos 
controvertidos para luego de ello, admitir los medios probatorios presentados por las 
partes y llevar a cabo la audiencia de pruebas. Finalizado la audiencia de pruebas el 
Juzgado declara fundada la demanda de divorcio por causal de separación de hecho. 
En consecuencia, queda disuelto el vínculo matrimonial y fenecida la sociedad de 
gananciales. Siendo, el demandado quien ante la sentencia emitida por el juzgado 
formula apelación de sentencia siendo concedida por el juzgado y elevado los actuados 
a la Sala Superior, el superior jerárquico emite sentencia de vista la cual confirma la 
sentencia apelada que declara fundada la demanda. Siendo el demandado una vez más, 
quien anta la sentencia emitida por la Sala Superior, formula recurso de casación a fin 




I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
Con fecha 14 de agosto del año 2001, ante el 6to Juzgado de Familia de Lima, 
se presentó la demandante Amelia Marina García Cruz la cual interpone demanda de 
divorcio por causal de separación de hecho por periodo ininterrumpido de 02 años en 
vía del proceso del conocimiento y accesoriamente solicita la liquidación y/o extinción 
de la sociedad de gananciales del bien inmueble adquirido en vida conyugal el cual se 
encuentra ubicado en la Av. Horacio Urteaga Nª 852, int. 7 en el distrito de Jesús 
María. 
 Dentro de sus fundamentos de hecho de la pretensión principal señala: 
 La demandante contrajo matrimonio civil con el demandado el 23 de mayo 
de 1972 en el consejo distrital de Jesús María– Lima.  
 El domicilio conyugal se fijó en la Avenida Horacio Urteaga N° 852   Int. 
7 – Jesús María.  
 Producto del matrimonio se concibieron a sus 02 hijas de nombre Giannina 
Galiano García (17 años) y Elizabeth Galiano García (18 años).  
 La demandante manifiesta que la vida conyugal fue perturbada por el 
alcoholismo y las constantes infidelidades del demandado.  
 La demandante hace expresa renuncia a la pensión alimenticia puesto que 
las hijas habidas en el matrimonio Elizabeth y Giannina son mayores de 





Dentro de sus fundamentos de hecho de la pretensión accesoria señala: 
 No existe deuda alguna que cubrir respecto a la sociedad de gananciales 
 El único bien común que existe entre ambos es el mismo que se 
encuentra ubicado en Avenida Horacio Urteaga N° 852, Dpto. 7 – 
distrito de Jesús María.  
 Los derechos y acciones sobre el bien inmueble queden a favor de los 
cónyuges en un 50%. 
 La demandante solicita tener para sí el derecho de habitar en el 
inmueble con posterioridad a de la demanda y divorcio, así como los 
bienes muebles de cocina y de comedor le sean transferidos en su 
totalidad.  
 
El juzgado califica y admite a trámite la demanda de divorcio por causal de 
separación de hecho por periodo ininterrumpido de 02 años y accesoriamente la 
liquidación y/o extinción de la sociedad de gananciales en vía del proceso de 
conocimiento, se corre traslado de la demanda a las partes para que conteste el 




II. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA POR PARTE 
DEL MINISTERIO PUBLICO Y DEMANDADO 
 El Ministerio publico contesta la demanda indicando que interviene como 
representante de la sociedad, la accionante acude al órgano jurisdiccional para la 
disolución del vínculo matrimonial y que en base a los medios de prueba ofrecidos por 
la demandante se atenderá a la probanza de estas. El juzgado provee el escrito de 
contestación de demanda por parte del Ministerio Publico. 
Por su parte el demandado contesta la demanda indicando que en la etapa de 
postulación del divorcio por causal de separación de hecho por periodo ininterrumpido 
de 02 años esta debió declararse IMPROCEDENTE al no existir conexión lógica entre 
los hechos y el petitorio. En base al medio probatorio que adjunta la demandante en su 
demanda de una ocurrencia policial de fecha 26 de Julio del año 2001. 
Fundamentación Jurídica: 
Art. 335, 333 Inc. 12 modificado por la Ley 27495 y siguientes del C.C. 
Art. 3, 424, 425, 426 inc. 5 del CPC 
Respecto a la pretensión accesoria 298 y ss del C.C. 
El demandado ofrece los siguientes medios probatorios:  
 La declaración testimonial de la demandante 
 Declaraciones testimoniales de los 3 testigos, sobre el abandono de hogar 
del demandante ocurrido en el año 1992. 
 Copia de la constatación policial del 17 de Octubre de 2001 por el cual se 





III. SÍNTESIS DE SANEAMIENTO DEL PROCESO, AUDIENCIA DE 
CONCILIACION, FIJACION DE PUNTOS CONTROVERTIDOS Y 
AUDIENCIA DE PRUEBAS 
El juzgado resuelve admitir el escrito de contestación de demanda y declara: 
SANEADO el proceso, al existir una relación jurídica procesal valida y señala 
fecha la realización de la audiencia de conciliación. 
 
En la audiencia de conciliación: 
El juez propone se varié la demanda de divorcio por una separación 
convencional y/o divorcio ulterior como fórmula conciliatoria. Las partes al no ponerse 
de acuerdo y al no aceptar la formula conciliatoria propuesta por el juzgado, se da 
inicio a la fijación de puntos controvertidos a fin de determinar 03 puntos. 
 
Fijación de puntos controvertidos 
El juzgado fija 03 puntos controvertidos a fin de determinar: 
 Determinar si se configura la causal de separación de hecho de los 
cónyuges por periodo ininterrumpido de 02 años. 
 Determinar si procede declarar el divorcio por dicha causal.  
 Determinar si procede liquidar la sociedad de gananciales.  
 
Fijado los puntos controvertidos el Juez admite los medios probatorios 





            Medios probatorios de la demandante 
 Documentales 
o Partida de matrimonio  
o Citación y constancia de garantías personales 
o Escrito de demanda 
o Partidas de nacimiento de las hijas 
o Ocurrencia 308 
o Ficha Registral N° 135557 
o Copia de Pág. 605 de la Guía Telefónica 
 
 Testimoniales 
o 2 testigos para declaración  
 
Medios probatorios del demandado  
 Documentales 
o Escrito de demanda 
o Documento de Ocurrencia N° 308 
o Constatación policial 
o 2 invitaciones a matrimonio 
o 4 fotos 
o Certificado de trabajo  
o 2 recibos  
 
 Testimoniales 




AUDIENCIA DE PRUEBAS 
En la audiencia de pruebas se inicia con las declaraciones testimonial de los 
testigos de la demandante, identificados como:  
 
Bernardo García García y Rosa Cruz Castillo de Gordillo, en los que las partes 
responden al pliego interrogatorio ofrecido por la parte demandante acerca de la 
relación matrimonial y la crianza de las menores hijas.  
 
Luego se procede a actuar los medios ofrecidos por parte del Ministerio 
Público, el no ofrece alguno. Por su parte el demandado José Galiano Rojas actúa como 
medio probatorio la declaración testimonial de 03 testigos. Actuadas los medios 
probatorios en la audiencia de prueba de fecha 29 de abril del año 2002, esta se 
suspende para continuarse y llevarse a cabo el día 11 de Julio del año 2002. 
 
AUDIENCIA DE PRUEBAS II 
En la continuación de la audiencia de pruebas se actúa la declaración 
testimonial de César Augusto Rattos Bermuy, luego de ello se procede a actuarse los 
medios probatorios de oficio.  
 
Declaración de la demandante, con preguntas realizadas además con la señora 




Se procede además a una entrevista con el demandado en el que se busca 





IV. SENTENCIA DEL SEXTO JUZGADO ESPECIALIZADO DE 
FAMILIA DE LIMA 
 
 5.1. Sentencia del sexto juzgado especializado de familia. - 
       Dentro de sus considerandos que cobran fuerza para emitir sentencia el juzgado 
señala que para la configuración de la causal de separación de   hecho es 
necesario que concurran dos elementos ineludibles y que son recogidos por la 
doctrina nacional, la cual menciona: 
 Elementos objetivo o material 
 Elementos subjetivo o Psíquico; y en este caso la separación de hecho obedece 
a una decisión unilateral de uno de los cónyuges. 
Finalmente, se evidencia según consta en la audiencia de pruebas que el          
emplazado se retiro del domicilio conyugal después del matrimonio de sus hijas 
en el año 1995. 
Por lo que el juzgado declaro fundada la demanda de divorcio por la causal de 
separación de hecho de los cónyuges durante un periodo ininterrumpido de 
cuatro años. En consecuencia, queda disuelto el vínculo matrimonial y fenecida 
la sociedad de gananciales. 
El demandado ante la sentencia emitida por el Juzgado formula apelación de 
sentencia ya que toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
con sujeción a un debido proceso y solicita en su apelación que se eleven los 





V. SENTENCIA DE LA SALA ESPECIALIZADA DE FAMILIA 
 
El juzgado concede la apelación interpuesta con efecto suspensivo y eleva los 
actuados a la Sala Superior, una vez elevado los actuados se corre traslado a la 
parte no apelante la cual absuelve el traslado del escrito de apelación. 
Confirmando en todos sus extremos la sentencia emitida por el sexto juzgado 
especializado de familia que declaro fundada la demanda de divorcio y absuelto 
el traslado se señala fecha de vista. 
El abogado del demandado hace uso de la palabra solicitando se declare nula 
la sentencia venida en grado de apelación y reformándola se declare infundada 
la demanda. 
La Sala Especializada de Familia emite sentencia de vista confirmando la 
sentencia apelada que declara fundada la demanda de divorcio por causal de 
separación de hecho. En consecuencia, queda disuelto el vínculo matrimonial 












VI. SENTENCIA EMITIDA POR LA SALA SUPREMA 
 
Confirmando en sentencia de vista la Sala Superior la sentencia apelada que 
declara fundada la demanda, el demandado interpone recurso de casación el 
cual es concedido por la Sala Superior y elevado los actuados a la Sala 
Suprema, el superior jerárquico califica el recurso de casación formulado por 
el demandado declarándolo procedente y designando fecha para la vista de la 
causa. 
La Sala Suprema emite sentencia casatoria el cual declara fundado el recurso 
de casación interpuesto por Jose Teofilo Galiano Rejas. En merito a ello, 
casaron la sentencia de vista emitida por la Sala Superior y en actuando en 
sede de instancia revocaron la sentencia apelada que declara fundada la 













VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 
CASO 
 7.1. Normas Legales 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
Artículo 138°.- Administración de Justicia 
La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder 
Judicial a través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las 
leyes. 
 
En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional 
y una norma legal, los jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma 
legal sobre toda otra norma de rango inferior. 
 
Artículo 139°.- Principios de la Administración de Justicia 
Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 
Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por 
la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni 
juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales 
creadas al efecto, cualquiera sea su denominación. 
5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las 
instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley 
aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan. 
6. La pluralidad de la instancia. 
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7. La indemnización, en la forma que determine la ley, por los errores 
judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de 
la responsabilidad a que hubiere lugar. 
 
Artículo 141°.- Casación  
Corresponde a la Corte Suprema fallar en casación, o en última instancia, 
cuando la acción se inicia en una Corte Superior o ante la propia Corte Suprema 
conforme a ley. Asimismo, conoce en casación las resoluciones del Fuero Militar, 
con las limitaciones que establece el artículo 173. 
 
Artículo 143°.- Órganos Jurisdiccionales 
El Poder Judicial está integrado por órganos jurisdiccionales que 
administran justicia en nombre de la Nación, y por órganos que ejercen su gobierno 
y administración. 
Los órganos jurisdiccionales son: la Corte Suprema de Justicia y las demás 
cortes y juzgados que determine su ley orgánica. 
 
LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO  
Artículo 96°.- Atribuciones del Fiscal Provincial en lo Civil 
1. Intervenir como parte, ejercitando los recursos y ofreciendo las pruebas 
pertinentes, en los juicios de nulidad de matrimonio, de separación de los 
casados y de divorcio. 
2. Emitir dictamen previo a la resolución que pone fin a la instancia en los 




Artículo 96° - A.- Atribuciones del Fiscal Provincial de Familia 
1. Intervenir como parte, presentando los recursos impugnativos y 
ofreciendo las pruebas pertinentes, en los procesos de nulidad de 
matrimonio, de separación de cuerpos y de divorcio. 
2. Intervenir como Dictaminador en los procesos sobre estado y capacidad 
de la persona, contenidos en la Sección Primera del Libro I del Código 
Civil. 
3. Intervenir, a solicitud de parte, como conciliador en asuntos de familia, 
para propiciar acuerdos entre las partes y lograr la solución consensual al 
conflicto, siempre que no se haya iniciado proceso judicial, en asuntos de 
alimentos, tenencia de menores, régimen de visitas y del Régimen de 
Patria Potestad. No se podrá propiciar acuerdos sobre derechos no 
disponibles, irrenunciables o sobre materias que tengan connotación 
penal. El Acta de Conciliación Fiscal constituye título de ejecución, 
cuando se logre el acuerdo entre las partes. 
4. Intervenir en todos los asuntos que establecen el Código de los Niños y 
Adolescentes y la ley que establece la política del estado y la sociedad 





CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
TITULO PRELIMINAR 
Artículo I.- Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
Toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el 
ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a un debido proceso. 
 
Artículo II.- Principios de Dirección e Impulso del proceso 
La dirección del proceso está a cargo del Juez, quien la ejerce de acuerdo a 
lo dispuesto en este Código. 
El Juez debe impulsar el proceso por sí mismo, siendo responsable de 
cualquier demora ocasionada por su negligencia. Están exceptuados del impulso de 
oficio los casos expresamente señalados en este Código. 
 
Artículo VII.- Juez y Derecho  
El Juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya 
sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin embargo, no puede ir 
más allá del petitorio ni fundar su decisión en hechos diversos de los que han sido 
alegados por las partes. 
 
ACTOS PROCESALES DEL JUEZ 
Artículo 24°.- Competencia facultativa 
Inciso 2.- El Juez del último domicilio conyugal, tratándose de nulidad del 
matrimonio, régimen patrimonial del matrimonio, separación de cuerpos, divorcio 
y patria potestad. 
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Artículo 128°.- Admisibilidad y Procedencia 
El Juez declara la inadmisibilidad de un acto procesal cuando carece de un 
requisito de forma o éste se cumple defectuosamente. Declara su improcedencia si 
la omisión o defecto es de un requisito de fondo. 
 
MEDIOS PROBATORIOS  
Artículo 188°.- Finalidad 
Los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos expuestos 
por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los puntos controvertidos y 
fundamentar sus decisiones. 
 
Artículo 189°.- Oportunidad 
Los medios probatorios deben ser ofrecidos por las partes en los actos 
postulatorios, salvo disposición distinta de este Código. 
 
Artículo 196°.- Carga de la prueba 
Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien 
afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando 
nuevos hechos. 
 
Artículo 197°.- Valoración de la prueba 
Todos los medios probatorios son valorados por el Juez en forma conjunta, 
utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la resolución sólo serán 




Artículo 235°.- Documento público 
Es documento público: 
1. El otorgado por funcionario público en ejercicio de sus atribuciones; 
2. La escritura pública y demás documentos otorgados ante o por notario 
público, según la ley de la materia; y 
3. Todo aquel al que las leyes especiales le otorguen dicha condición. 
La copia del documento público tiene el mismo valor que el original, si está 




Artículo 364°.- Objeto 
El recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior 
examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca 
agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente. 
Artículo 365°.- Procedencia 
Procede apelación: 
1. Contra las sentencias, excepto las impugnables con recurso de casación 
y las excluídas por convenio entre las partes; 
2. Contra los autos, excepto los que se expidan en la tramitación de una 
articulación y los que este Código excluya; y 




Artículo 368°.- Efectos 
El recurso de apelación se concede: 
1. Con efecto suspensivo, por lo que la eficacia de la resolución recurrida 
queda suspendida hasta la notificación de la que ordena se cumpla lo 
dispuesto por el superior. 
Sin perjuicio de la suspensión, el Juez que expidió la resolución 
impugnada puede seguir conociendo las cuestiones que se tramitan en 
cuaderno aparte. Asimismo, puede, a pedido de parte y en decisión 
debidamente motivada, disponer medidas cautelares que eviten que la 
suspensión produzca agravio irreparable. 
2. Sin efecto suspensivo, por lo que la eficacia de la resolución impugnada 
se mantiene, incluso para el cumplimiento de ésta. 
Al conceder la apelación, el Juez precisará el efecto en que concede el 
recurso y si es diferida, en su caso. 
 
Artículo 384°.- Fines de la casación 
El recurso de casación tiene por fines la adecuada aplicación del derecho 
objetivo al caso concreto y la uniformidad de la jurisprudencia nacional por la Corte 






Artículo Modificado por el Art. 1 de la Ley 29364, pub. El 28/05/2008. 
Artículo 386°.- Causales 
El recurso de casación se sustenta en la infracción normativa que incida 
directamente sobre la decisión contenida en la resolución impugnada o en el 
apartamiento inmotivado del precedente judicial." 
Artículo Modificado por el Art. 1 de la Ley 29364, pub. El 28/05/2008. 
 
DEMANDA Y EMPLAZAMIENTO 
Artículo 424°.- Requisitos de la demanda 
La demanda se presenta por escrito y contendrá: 
1. La designación del Juez ante quien se interpone. 
2. El nombre, datos de identidad, dirección domiciliaria, domicilio procesal 
del demandante y el domicilio procesal electrónico, constituido por la 
casilla electrónica asignada por el Poder Judicial de acuerdo a la Ley N° 
30229. 
3. El nombre y dirección domiciliaria del representante o apoderado del 
demandante, si no puede comparecer o no comparece por sí mismo. 
4. El nombre y dirección domiciliaria del demandado. Si se ignora esta 
última, se expresará esta circunstancia bajo juramento que se entenderá 
prestado con la presentación de la demanda. 
5. El petitorio, que comprende la determinación clara y concreta de lo que 
se pide. 
6. Los hechos en que se funde el petitorio, expuestos enumeradamente en 
forma precisa, con orden y claridad. 
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7. La fundamentación jurídica del petitorio. 
8. El monto del petitorio, salvo que no pudiera establecerse. 
9. El ofrecimiento de todos los medios probatorios. 
10. La firma del demandante o de su representante o de su apoderado y la del 
abogado, la cual no será exigible en los procesos de alimentos. El 
secretario respectivo certificará la huella digital del demandante 
analfabeto.” 
Artículo modificado por el Artículo 2 de la Ley N° 30293, publicada 
el 28 diciembre 2014. 
 
Artículo 425°. - Anexos de la demanda 
A la demanda debe acompañarse: 
1. Copia legible del documento de identidad del demandante y, en su caso, 
del representante. 
2. El documento que contiene el poder de iniciar el proceso, cuando se actúe 
por apoderado. 
3. Los medios probatorios que acrediten la representación legal del 
demandante, si se trata de personas jurídicas o naturales que no pueden 
comparecer por sí mismas. 
4. Los medios probatorios de la calidad de heredero, cónyuge, curador de 
bienes, administrador de bienes comunes, albacea o del título con que 
actúe el demandante, salvo que tal calidad sea materia de un conflicto de 
interés y en el caso del procurador oficioso. 
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5. Los documentos probatorios. Si el demandante no dispusiera de algún 
medio probatorio, describe su contenido, indicando con precisión el lugar 
donde se encuentran y solicitando las medidas pertinentes para su 
incorporación al proceso. 
6. Copia certificada del acta de conciliación extrajudicial, en los procesos 
judiciales cuya materia se encuentre sujeta a dicho procedimiento 
previo.” 
Artículo modificado por el Artículo 2 de la Ley N° 30293, publicada 
el 28 diciembre 2014. 
 
Artículo 426°.- Inadmisibilidad de la demanda 
El Juez declara inadmisible la demanda cuando: 
1. No tenga los requisitos legales. 
2. No se acompañan los anexos exigidos por ley. 
3. El petitorio sea incompleto o impreciso. 
4. Contenga una indebida acumulación de pretensiones. 
En estos casos el Juez ordenará al demandante subsane la omisión o defecto 
en un plazo no mayor de diez días. Si el demandante no cumpliera con lo 
ordenado a criterio del Juez, este rechaza la demanda y ordena el archivo 
del expediente.” 
Artículo modificado por el Artículo 2 de la Ley N° 30293, publicada 






Artículo 475°.- Procedencia 
Se tramitan en proceso de conocimiento, ante los Juzgados Civiles, los 
asuntos contenciosos que:  
1. No tengan una vía procedimental, no estén atribuidos por ley a otros 
órganos jurisdiccionales y, además, cuando por su naturaleza o 
complejidad de la pretensión, el Juez considere atendible su tramitación; 
2. La estimación patrimonial del petitorio sea mayor de mil unidades de 
referencia procesal; 
3. Son inapreciables en dinero o hay duda sobre su monto, y siempre que el 
Juez considere atendible su procedencia; 
4. El demandante considere que la cuestión debatida solo fuese de derecho; 
y, 
5. Los demás que la ley señale. 
 
7.2. Doctrina 
La Prueba  
Zumaeta (2008) reconoce que la prueba en nuestro Código  interpreta los 
“medios probatorios” que forman parte de la teoría de la prueba y que 
encierran conceptos como:  
a) Un medio probatorio como elemento que permite demostrar lo veraz 
de  una afirmación, de alguna de  las partes: demandado – demandante.  
b) Se encarga del procedimiento probatorio requerido, en el que se 
reconoce los actos de los medios probatorios. 
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c) A través de esta se realiza la valoración de los medios usados como 
probatorios.  
d) Recoge el resultado de la actuación probatoria, tomando en cuenta la 
veracidad, afirmación, bases y valoraciones  del Juez.  
Entonces, la prueba se reconoce  como la acción y efecto de una actividad 
que permite probar, demostrando la realidad, certeza o verdad de un hecho 
o afirmación.  
 
CARGA DE LA PRUEBA 
Alcina (2013)  reconoce que la prueba enmarca la actividad probatoria  
sobre aquellos hechos o actividades que se aleguen dentro de los escritos 
constitutivos de un proceso, es decir sobre lo que se aluda y admita de 
manera oportuna como un hecho que no transgreda el principio de 
congruencia.  
La carga de prueba brinda características probatorias como: “a) el juez no 
puede tener en cuenta hechos ni medios de prueba que no han sido 
aportados por las partes b) el juez debe tener por ciertos los hechos en que 
las partes están de acuerdo y c) la sentencia debe ser de acuerdo con lo 





RECURSO DE CASACIÓN 
Marchese (1997) acerca de los recursos de casación los reconoce como 
aquel en que el Juez Superior, extiende un derecho a la corte de casación 
para anular sentencias en mérito de error en el derecho.  
Ahora bien, recurso es la facultad que compete a las partes en toda clase de 
juicios para pedir la enmienda de una resolución judicial, unas veces ante el 
mismo juez que la dicto u otras ante el Tribunal Superior. Recursos son, los 
medios que la ley ofrece para impugnar las resoluciones judiciales. 
En la casación es que, a diferencia de la instancia se toma en consideración 
la sentencia de mérito. La sentencia de mérito se presenta como obstáculo 
para la formación de una nueva sentencia, debiendo pues, acreditarse que en 
dicha sentencia de mérito se ha incurrido en error de derecho (…) 
 
PROCEDIMIENTO DE LA CASACIÓN 
Acerca del procedimiento de una casación se trae a colación lo indicado por 
Ariano (2005) para quien la interposición del recurso de casación, se debe 
cumplir los siguientes requisitos: 
A) Requisitos de Admisibilidad: 
Según el Artículo 387° los requisitos de forma (admisibilidad) son: 
- Que el recurso de casación se dirija contra las resoluciones indicadas en 
el artículo 385°; 
- Que se interponga dentro del plazo de 10 días de notificada la resolución 
que se impugna. 
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- Que se interponga ante el órgano jurisdiccional que expidió la resolución 
impugnada. 
- Que acompañe el recibo de la tasa judicial. 
- A estos requisitos debemos agregar que el recurso debe presentarse por 
escrito y por alguna de las partes (no por terceros). 
 
B) Requisitos de Procedencia 
Según el Artículo 388 son requisitos de fondo (de procedencia): 
- Que el recurrente no hubiera consentido la resolución adversa en 
primera instancia, cuando esta fuere confirmada por la resolución 
objeto del recurso, Vale decir, que están legitimados para recurrir en 
casación solo los que impugnaron la sentencia de primera instancia, y 
esta le es adversa. 
- Que se fundamente con claridad y precisión cual causal descrita en el 
artículo 386 se sustenta, y según sea el caso: 
- Como debe ser la debida aplicación o cual la interpretación correcta de 
la norma de derecho sustancial (la norma en concreto debe ser indicada, 
y debe darse una interpretación a la misma); 
- Cuál debe ser la norma de derecho material aplicable al caso (se aplicó 
la norma A y se debió aplicar la norma B); 
- En que ha consistido la afectación al debido proceso o cual ha sido la 




ADMISIBILIDAD Y PROCEDIBILIDAD DE LA DEMANDA 
EXAMEN DE ADMISIBILIDAD 
Ticona (1998) este Juicio o examen importa establecer si la demanda es o 
no admisible; es decir, el juez debe verificar si la demanda contiene o no 
todos los requisitos de forma. (previstos en los Art. 424° y 425°) el juez debe 
declarar inadmisible la demanda, y consecuentemente, conceder un plazo 
que no excederá de 10 días para el demandante subsane la omisión efecto 
formal, de no cumplir este mandato judicial, se rechazará y se dispondrá el 
archivo de los actuados. 
El juez declara inadmisible la demanda cuando; no contenga los requisitos 
legales, no se acompañe los anexos de ley, el petitorio incompleto o 
impreciso o la vía procedimental señalada por el demandante no 
corresponda a la naturaleza del petitorio, o al valor de este salvo que la ley 
permita su adaptación. 
 
7.3. Jurisprudencia 
DIVORCIO POR CAUSAL DE SEPARACIÓN DE HECHO 
"El artículo 333° inciso 12 del Código Civil (...) regula la causal de separación 
de hecho, la que se presenta como el incumplimiento del deber marital de 
convivencia y de la vida en común que tienen los cónyuges, a fin de apartarse 
el uno del otro, ya sea por decisión mutua o unilateral, sin que exista una 
decisión judicial previa". 
(Casación N° 1120-2002 (Puno) y la Casación N° 784-2005 (Lima), ambas 
expedidas por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. 
30 
 
Particularmente, en la Casación N° 157-2004 (Cono Norte), publicada el 
28 de febrero del 2006). 
 
DIVORCIO REMEDIO 
Se ha establecido que cualquiera de los cónyuges puede accionar en busca de 
solucionar una situación conflictiva; en estos casos "(...) se busca no un 
culpable, sino enfrentar una situación en que se incumplen los deberes 
conyugales".  
(Casación N° 38-2007 Lima, publicada el 02 de setiembre del 2008). 
 
ELEMENTO MATERIAL - DEBER DE COHABITACIÓN 
Ha establecido que: "Este deber, llamado también deber de cohabitación', 
significa la obligación que tienen los esposos de vivir o habitar juntos en el 
domicilio conyugal. El significado de este deber no debe ser restringido al 
concepto de la obligación marital, dicho de otra forma, el débito sexual, pues 
la doctrina reciente estima que dicho deber se extiende, a la obligación -entre 
otros- que tienen los esposos de compartir la mesa o el techo". 
(Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. Particularmente, 
en la Casación N° 157-2004 (Cono Norte), publicada el 28 de febrero del 
2006) 
 
EFECTOS LEGALES DE LA SEPARACIÓN DE HECHO 
"Que, por tanto, al igual que en el caso del divorcio por culpa de uno de los 
cónyuges, en el caso especial de las pretensiones de divorcio por causal de 
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separación de hecho, no rige la regla general, por la cual el divorcio pone fin a 
la obligación alimentaria entre los cónyuges, sino debe entenderse que 
excepcionalmente en este supuesto puede subsistir la obligación alimentada a 
favor del cónyuge que resulte perjudicado con la separación, ello siempre y 
cuando se hubiera acreditado que el cónyuge perjudicado estuviera 
imposibilitado de trabajar o de subvenir sus propias necesidades por otro 
medios, conforme lo establece el artículo 350 del Código Civil'. 
(Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia en la Casación N° 
4057-2009 (Huánuco), publicada el 04 de octubre del 2010) 
 
LA INDEMNIZACIÓN EN EL DIVORCIO POR CAUSAL DE 
SEPARACIÓN DE HECHO 
"(...) Como se ha visto, en nuestro sistema jurídico el divorcio por la causal de 
separación de hecho se sustenta en causa no inculpatoria (...) En consecuencia, 
la indemnización, o en su caso, la adjudicación de bienes de la sociedad 
conyugal, se debe establecer a favor del cónyuge que resulte más perjudicado 
con la separación de hecho (...)".  
(Casación N° 4664-2010-PUNO, Publicado en el Diario El Peruano, el 13 
de mayo de 2011). 
 
DE LA INDEMNIZACIÓN Y DE LA ADJUDICACIÓN DE BIENES 
"Que, en referencia al segundo supuesto del artículo 345-A del Código Civil, 
en cuanto preceptúa la indemnización que correspondería por los daños 
causados por el divorcio por la causal de separación de hecho, debe señalarse 
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que si bien es cierto, que el divorcio por la causal de separación de hecho a que 
se refiere el artículo 333 inciso 12° del Código Civil, modificado por la Ley 
27495, regula el divorcio remedio, y no se fundamenta en la culpa de uno de 
los cónyuges o de ambos; sin embargo, al haber contemplado la mencionada 
Ley el trámite del divorcio en la vía de conocimiento, nada obsta que se analice 
el supuesto del cónyuge que motivó la separación de hecho, sea porque se alejó 
del hogar, porque ejerció violencia sobre el otro cónyuge provocando la salida 
de la casa matrimonial, entre otras". 
(Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia, en la Casación 
N° 241-2009 Cajamarca, publicada el 31 de mayo del 2010) 
 
LA INDEMNIZACIÓN O ADJUDICACIÓN DE OFICIO 
"(...) el solo amparo de una demanda de divorcio por la causal de separación de 
hecho no convierte automáticamente a uno de ellos en cónyuge perjudicado 
sino que tal calificación será producto de una correcta valoración de los medios 
probatorios dentro de una debida motivación táctica y jurídica (...) de tal modo 
que de no existir suficientes medios probatorios que acrediten cuál cónyuge es 
el perjudicado el juzgador no está obligado a declararlo así, ni aplicar las 
medidas de estabilidad económica que contempla más adelante el mismo 
dispositivo (...)". 






"El divorcio debe entenderse como la disolución definitiva del vínculo 
matrimonial declarada judicialmente al haberse incurrido en alguna de las 
causales previstas por la ley, y con la cual se pone fin a los deberes conyugales 
ya la sociedad de gananciales, si es que los cónyuges optaron por dicho régimen 
patrimonial".  
(Cas. N° 01-99, El Peruano, 31 de agosto de 1999). 
 
CONSECUENCIAS DEL DIVORCIO 
"El artículo 350° del Código Civil, establece como regla general que el divorcio 
pone fin a la relación alimentaria existente entre los cónyuges, constituyendo 
excepciones a dicha regla los supuestos contenidos en el segundo y cuarto 
párrafo de la norma acotada, no configurándose la primera de ellas cuando el 
que solicita alimentos es el cónyuge culpable, ni la segunda cuando las 
instancias de mérito han concluido que no se ha acreditado que la solicitante se 
encuentre en estado de indigencia ni en estado de necesidad, no siendo materia 
de casación el reexamen probatorio sobre tal conclusión". 
(Cas. N9 1673-96, El Código Civil a través de la Jurisprudencia Casatoria, 
p. 173)  
(Exp. N92398-87, Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Lima, Corte 






SEPARACIÓN DE HECHO 
Vilcachagua (2001)  reconoce que una causal de separación de hecho se basa 
en la verificación de la ruptura  de la vida común, sin que exista voluntad de 
continuar en unión.  Mientras que para Torres (2001) esta  se basa en la 
constatación de  acreditar de parte de un juzgado que los cónyuges hayan 
optado por hacer vidas separadas y apartadas una del otro y dejar de hacer vida 
en común.  
 
Es importante mencionar el aporte de Torres (2001) para quien la separación 
de hecho es la decisión de los cónyuges por  dejar de compartir una vida y un 
domicilio en común, pero de manera voluntaria, demostrando el deseo de 
mantener un estado de separación conyugal. La figura de separación rompe el 
lazo de unión que se aceptó al momento de contraer la institución matrimonial 
y destruye las relaciones que estaban obligados a cumplir como esposo.  
 
Para Vásquez (2002) la separación de hecho como causal en la legislación 
peruana permite que se solucione la situación de parejas que  se encuentran 
separados por varios años y para quienes resulta intransigible el proceso de 
divorcio. Esta figura ayuda a poner fin a los conflictos que existen en el hogar 
si alguna de las partes se niega a otorgar el divorcio.   
 
Finalmente, para Vilcachagua (2003)  indica que aunque la separación de hecho 
se encuentra legislada en códigos civiles diversos no existe alguno que 
establezca las pautas de protección del cónyuge que es el afectado, es decir que 
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en la ley peruana se establece un precedente importante para el derecho civil 
comparado en el que se establece como requisito de la separación de hecho, la 
separación de cuerpos y consecuentemente el divorcio, considerando siempre 
el cumplimiento de las obligaciones alimentarias y la ejecución de la 






VIII. DISCUSIÓN  
Tras realizar la lectura, análisis y resumen del expediente propuesto, se puede 
reconocer que en la legislación peruana se ha introducido dentro del Art. 333 del C.C. 
el inc. 12 que reconoce que es causal de separación de hecho de los cónyuges durante 
un periodo promedio de 2 años, si no existen niños menores de edad, pero de ser el 
caso la cantidad de años debe ser 4.   
 
El proceso de divorcio por causal nace a partir de un procedimiento legal 
aprobado en el año 2008, para que los divorcios se realicen por vía judicial a notarial, 
es decir solo en casos por causal este debe realizarse ante un juez.  Él divorcio 
representa el fracaso de un matrimonio, es decir en el que las dos partes son 
responsables, aunque exista reglas marcadas, alguna de las partes al momento  de la 
repartición de los bienes buscará quedarse en un soporte económico adecuado y este 
resulta muchas veces la causa principal de que este proceso de divorcio por causal se 
extienda en tiempo, trámite y desgaste económico.  
 
En el caso materia de estudio se manifestó el pedido inicial de la demandante, 
de mantenerse como posesionaria del bien adquirido durante el matrimonio, a lo que 
el demandado respondió indicando que a la demandada no le correspondería nada por 
haberse presentado una figura de abandonoen un momento anterior de la convivencia, 







 Cabe destacar que en el presente proceso, fue llevado respetando los derechos y 
garantías mínimas, el mismo que se encuentra contenido en la Constitución Política 
del Perú, artículo 4°, cumpliendo de esta manera con los plazos establecidos. 
 
 Es importante conocer, que todo proceso de ‘’divorcio por causal de separación 
de hecho’’, debe ser interpuesta por aquel cónyuge que certifique un periodo 
ininterrumpido de dos años de separación; dicho plazo será de cuatro años si los 
cónyuges tuviesen hijos menores de edad. Así como de ser el caso del demandante 
deberá acreditar que se encuentra al día en el pago de sus obligaciones alimentarias u 
otras que hayan sido pactadas por los cónyuges de muto acuerdo.  
 
 Es también importante conocer que, en un proceso de divorcio por causal la 
demanda debe aportar pruebas del fundamento de la pretensión, pues de lo contrario 
dicha demanda sería desestimada, debiendo cumplir estrictamente con las 
formalidades establecidas en el Código Procesal Civil, siendo la pretensión redactada 
de forma clara y precisa, de esta manera se logra que el juzgador se pronuncie de forma 
objetiva. 
 
 Cabe indicar que la Ley N° 27495, promulgada el 06 de julio del 2001, incorporó 
al artículo 333° del CC., una nueva causal de separación de hecho de los casados que 




 Son por estas consideraciones anteriormente descritas que podemos decir que un 
proceso de divorcio tiene una implicancia social en cuanto a las causales frente a los 
derechos personales, los mismos que deben ser respetados por cuanto el derecho de 





Se recomienda tener en cuenta siempre para este tipo de procesos:  
 
Los cónyuges pueden optar directamente al demandar  el divorcio por causales 
que se, las mismas que se establecen en el Art. 333 del C.C. siempre que no sea por 
causal de separación convencional.  
 
Considerar que en el modificado Art. 1° de la Ley 27495, que indica que en los 
casos previstos del inc. 5 y 12 del Art. 333 de  la sociedad de gananciales fenece desde 
el momento en el que se produce la separación de hecho, es decir en aquellos casos en 
los que el abandono del hogar sea injustificado.  
 
Lo antes mencionado permite considerar el poder cautelar los derechos de los 
hijos y del cónyuge afectado, bajo la figura de abandono injustificado, que ha sido 
evaluado por el proceso judicial, sea por decisión o por acción unilateral de cualquiera 
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XII. ANEXOS 
 
















































































































































































































































































































